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I. INTRODUCCIÓN 
En este trabajo queremos recopilar y analizar las ultimas modificaciones 
normativas y legales que han ido perfilando el procedimiento de Ejecución hipotecaria 
hasta nuestros días. 
Tema de rigurosa actualidad al verse incrementados los lanzamientos promovidos 
por entidades bancarias en viviendas hipotecadas, sobre las cuales el deudor ha dejado 
de pagar sus cuotas. 
La crisis económica sin precedentes y el entorno socio-económico que se ha 
desarrollado en nuestro país ha forzado al sistema hipotecario español a ejecutar 
partiendo del principio de responsabilidad patrimonial universal del artículo 1911 del 
Código Civil, que tiene como instrumento de realización forzosa de la garantía 
hipotecaria del préstamo inmobiliario, el procedimiento de ejecución hipotecaria 
previsto en los artículos 691 a 698 de la LEC. 
El procedimiento de ejecución hipotecaria es un procedimiento ejecutivo a través 
del que se ordena la venta de un inmueble que esta gravado con una hipoteca. Se tiene 
que dar un incumplimiento del deudor de las obligaciones garantizadas en la hipoteca, 
normalmente el incumplimiento es el impago de las cuotas. Es entonces cuando la 
entidad bancaria insta el procedimiento de ejecución hipotecaria bastándole el titulo 
constitutivo de hipoteca como titulo ejecutivo, tras un plazo de oposición del deudor 
con unas posibilidades muy limitadas (hasta la última ley 1/2013,de medidas para 
reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de la deuda y 
alquiler social, de mayo 2013), se realiza el bien, normalmente por subasta publica, por 
la que se hace efectivo el valor del inmueble para pagar deudas, una vez adjudicado el 
bien al mejor postro o al acreedor en caso de no haber subasteros, viene el lanzamiento 
o, como se ha llamado coloquialmente, desahucio. 
El problema lo tenemos cuando el bien hipotecado por si mismo no es suficiente 
para responder de toda la deuda, es entonces cuando el deudor debe responder con otros 
bienes y esto es muy frecuente puesto que en la época del Boom inmobiliario, las 
entidades bancarias concedían prestamos hipotecarios en base a unas tasaciones muy 
altas del inmueble a hipotecar y en los que se otorgaba un préstamo de hasta casi el 
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100% del valor de tasación, mientras que en la mayoría de países del mundo, las 
entidades financieras conceden prestamos hipotecarios muy por debajo del valor de 
tasación del inmueble, por lo que en casos de imposibilidad de pago de la cuota 
hipotecaria por el deudor, la entidad bancaria al realizar el inmueble, va a obtener la 
totalidad de su deuda. Pero en España no fue así, por lo que ahora que el precio de los 
inmuebles ha bajado, nos encontramos con unos prestamos hipotecarios que sobrepasan 
el valor del inmueble, y por ello, a la hora de realizar el inmueble, el banco no se ve 
satisfecho. 
Es por esto mismo por lo que las entidades financieras tras adjudicarse un 
inmueble o, si ha habido suerte, tras la realización en subasta pública, tienen que 
continuar ejecutando al deudor porque el bien no es suficiente para satisfacer la 
totalidad de la deuda contraída para compara la vivienda, y a ello hay que incrementarle 
que posiblemente el deudor dejó de pagar las cuotas de la hipoteca por encontrarse en 
situación de desempleo, por lo que finalizado el procedimiento de ejecución, el deudor, 
se encuentra sin casa, pagando alquiler y pagando al banco por la deuda pendiente al no 
haberse visto éste satisfecho con la realización del inmueble. 
El gobierno califica esta situación como “drama Social” y es comprensivo con las 
personas que se encuentran en dificultades para atender sus pagos. Por ello en su afán 
de proteger a los deudores, ha ido adoptando medidas para garantizar que ningún 
ciudadano sea conducido a una situación de exclusión social, medidas que vamos a 
analizar a lo largo del presente trabajo, y encaminadas a evitar que continuemos 
teniendo el problema, ya habitual, que se da cuando tras el procedimiento de ejecución 
hipotecaria y la adjudicación del bien por el acreedor, la deuda no queda saldada y, por 
tanto, quien  ha  perdido  su  casa  sigue  adeudando  al  banco  una  cantidad  que  en  
casos extremos puede alcanzar la mitad del préstamo inicial. 
Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno ha aprobado en los últimos años una 
batería de medidas normativas destinadas a la mejora con carácter general de la 
situación de los deudores hipotecarios, como el Real Decreto-ley 8/2011, de 7 de julio. 
El Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, el Real Decreto-ley 27/2012, de 15 de 
noviembre. 
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Tras el análisis de las medidas adoptadas por el gobierno en respuesta a los 
acontecimientos acaecidos relativos a las ejecuciones hipotecarias, analizaremos 
también la Sentencia de 14 de marzo del TJUE y jurisprudencia menor derivada de esta 
sentencia tan relevante en el tema que estamos tratando. Analizaremos también la Ley 
1/2013 de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, 
reestructuración de la deuda y alquiler social, que reforma de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil en el marco del proceso de ejecución hipotecaria con  el fin de garantizar que tal 
ejecución se realiza de manera que los derechos e intereses del deudor hipotecario sean 
protegidos adecuadamente y, en su conjunto, se agilice y flexibilice el procedimiento de 
ejecución.  
Finalizaremos la primera parte de este trabajo con una recopilación de todas estas 
medidas haciendo un análisis mas exhaustivo en lo que se refiere a la suspensión del 
lanzamiento. 
En la segunda parte de este trabajo vamos a centrarnos en la anulación de la 
cláusula suelo y sobre todo en si los tribunales se pronuncian a favor o en contra de la 
retroactividad. Para ello veremos la jurisprudencia de varias audiencias provinciales en 
las que aplican la retroactividad o no la aplican. Cabe destacar que la Audiencia 
provincial de Alicante se ha pronunciado en los dos sentidos. 
 
II. OPTICA LEGISLATIVA ESPAÑOLA DE LA EJECUCIÓN 
HIPOTECARIA 
A. Ley Hipotecaria 1969, Artículo 131. 
Con el fin de favorecer la realización del crédito real inmobiliario, en 1969 se 
proporciona a los acreedores un medio fácil de efectividad de los créditos hipotecarios 
que se recoge en la reforma de la Ley hipotecaria de 1909. Se introduce el 
procedimiento judicial sumario que para muchos autores era necesario para fomentar el 
crédito territorial. 
Ya por entonces se cuestionaba el hecho de que el deudor no podía oponerse, 
pero ello se justificaba argumentando que el legislador tenía que optar entre dos males, 
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habiéndose decantado por el menor: el establecimiento de un procedimiento más ágil 
para conseguir la satisfacción del derecho de crédito del acreedor, aunque fuera a costa 
de las posibilidades de defensa del deudor.  
El procedimiento del artículo 131 de la Ley Hipotecaria de 1969 no admitía 
alteración en sus trámites; el pacto de los sujetos interesados no cabía en ninguna de 
sus fases y esto se traspone al procedimiento que regula la Ley de Enjuiciamiento Civil.  
En el procedimiento del artículo 131 de la Ley Hipotecaria, como tampoco en el 
regulado en la  LEC de 2000, dispone el deudor de una fase específica para formular 
alegaciones. Tan solo le asiste la posibilidad de oponerse a la ejecución por causas 
tasadas, antes, las causas de suspensión propiamente dichas que regulaba el artículo 
132 de la Ley Hipotecaria y ahora las que contempla el artículo 695 LEC. 
Precisamente, en el punto atinente a la oposición, sitúan los autores una de las 
novedades principales de la LEC de 2000, si bien, lo que sucede es que el artículo. 695 
LEC no supone realmente ninguna innovación respecto de la situación existente al 
amparo de la legislación anterior, aunque sí supone una ordenación mucho más 
sistemática y racional en esta materia que la que había antes.  
La LEC de 2000 dedica un capítulo especial a las particularidades de la ejecución 
sobre bienes hipotecados o pignorados. Como hemos visto, se mantiene el 
procedimiento de ejecución hipotecaria anterior que se caracteriza por la drástica 
limitación de las causas de oposición del deudor a la ejecución y de los supuestos de 
suspensión de ésta.  
A este respecto, el Tribunal Constitucional ha declarado reiteradamente que “este 
régimen no vulnera la Constitución e introducir cambios sustanciales en el mismo 
podría alterar gravemente el mercado del crédito hipotecario, lo que no parece en 
absoluto aconsejable”. Por lo que se justifica la  constitucionalidad de este 
procedimiento por considerar que la ausencia de controversia y la cognición limitada es 
compatible con el derecho de defensa y por tanto con el artículo 24 CE. Y todo ello 
porque siembre cabía la posibilidad de acudir al proceso declarativo ordinario posterior. 
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B. Real Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio de medidas de apoyo a los deudores 
hipotecarios, de control del gasto  público  y cancelación  de deudas  con  empresas  y 
autónomos  contraídas  por las  entidades locales,  de  fomento  de  la  actividad  
empresarial  e  impulso  de  la  rehabilitación  y  de  simplificación administrativa. 
El espíritu de este Real Decreto es adoptar medidas para reforzar la capacidad de 
respuesta de la economía española, intensificar las previsiones de apoyo a quienes se 
encuentran en situaciones más difíciles en razón de la crisis y dar el máximo impulso 
posible a las iniciativas vinculadas con el desarrollo de nuevas formas de actividad 
económica y de generación de empleo. Y todo ello para cumplir con el compromiso de 
las instituciones españolas con las reformas acordadas en el seno de la Unión Europea 
en materia de control de la evolución del gasto público y con el impulso de la actividad 
económica en España.  
Por ello se considera que con este Real Decreto se facilitan las posibilidades de 
acceso a la liquidez de las pequeñas y medianas empresas o de nuevos proyectos 
empresariales, bien actuando específicamente sobre el sector de la construcción con 
reformas tendentes a garantizar la confianza y la seguridad en el mercado inmobiliario y 
con medidas que impulsan el desarrollo de la rehabilitación como nuevo ámbito de 
crecimiento sólido y sostenible, bien, finalmente, reduciendo aquellos obstáculos 
administrativos a la actividad empresarial y de los ciudadanos que no estén plenamente 
justificados. 
En cuanto a la situación del mercado económico y en concreto el hipotecario, 
tema que nos ocupa en este trabajo, se plantean situaciones de especial dificultad para 
quienes contrajeron préstamos hipotecarios en los momentos de mayor valoración de los 
inmuebles y se encuentran ahora con la imposibilidad de satisfacer sus obligaciones de 
pago. Po ello el Legislador adopta, en este Real Decreto, medidas adicionales de 
protección para las familias con menores ingresos, así como las reformas necesarias 
para garantizar que las ejecuciones hipotecarias se realizan sin dar lugar a situaciones 
abusivas o de malbaratamiento de los bienes afectados; manteniendo plenamente, sin 
embargo, los elementos fundamentales de garantía de los préstamos y, con ellos, de la 
seguridad y solvencia de nuestro sistema hipotecario. 
La situación de determinados deudores hipotecarios requiere de acciones 
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inmediatas para garantizar que se protegen adecuadamente sus derechos y, 
simultáneamente, evitar cualquier elemento de incerteza en la regulación de la ejecución 
hipotecaria 
Las medidas de apoyo a los deudores hipotecarios que se regulan en el presente 
Real   Decreto   son  fundamentalmente   dos:    
• se  eleva   la  cantidad inembargable  para el caso de que el precio  obtenido  por 
la venta de la vivienda habitual hipotecada sea insuficiente para cubrir el crédito 
garantizado; en concreto, se reforma el artículo 607.1 LEC para incrementar en un 50% 
y además en otro 30%1 del salario mínimo interprofesional la cantidad inembargable 
por cada miembro del núcleo familiar que no disponga de ingresos propios regulares, 
salario o pensión superiores al salario mínimo interprofesional. 
• se modifica la LEC  para garantizar que los deudores reciban una 
contraprestación adecuada por el inmueble en caso de producirse la ejecución 
hipotecaria. Por ello se reduce la cantidad que debe consignarse para tomar parte en las 
subastas (pasando del 30% al 20% del tipo)2 y se eleva el precio mínimo del remate 
cuando el adjudicatario es el acreedor al 60%3 del valor de tasación en dos supuestos: 
cuando el acreedor solicita la adjudicación por la cantidad que se le deba por todos los 
conceptos tras la subasta si la menor postura ha sido inferior al 70%4 del tipo de subasta 
inicial; y, cuando el acreedor solicita la adjudicación tras quedar la subasta desierta. 
 
C. Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección 
de deudores hipotecarios sin recursos 
Las medidas adoptadas por el Real Decreto-ley 8/2011 pronto se revelan 
insuficientes, por ello el Gobierno, en su afán de proteger a los deudores hipotecarios, 
promulga el Real Decreto-ley 6/2012, que se refiere tan solo a los deudores 
hipotecarios sin recursos.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
1 artículo 1. RDL 8/2011 
2 artículo 2. Uno. RDL 8/2011 
3 artículo 2. Tres. RDL 8/2011 
4 artículo 2. Dos. RDL 8/2011 
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En la exposición de motivos observamos como el gobierno se ha sensibilizado 
con la situación que atraviesan muchas familias que no pueden atender el cumplimiento 
de sus obligaciones derivadas de los préstamos hipotecarios concertados para la 
adquisición de su vivienda, como consecuencia de su situación de desempleo 
desembocando en un drama cuando queda privado de su vivienda tras un proceso de 
ejecución hipotecaria. Con estas medidas se pretende proteger a un colectivo social en 
situación de extraordinaria vulnerabilidad en el contexto económico generado por la 
crisis. Por ello se articulan, en este Real Decreto-Ley, mecanismos conducentes a 
permitir la restructuración de la deuda hipotecaria de quienes padecen extraordinarias 
dificultades para atender su pago5, así como la flexibilización de la ejecución de la 
garantía real, pero de estos mecanismos solo podrán beneficiarse quienes se encuentren 
situados en el umbral de exclusión6, que son las personas que se encuentren en situación 
profesional y patrimonial que les impida hacer frente al cumplimiento de sus 
obligaciones hipotecarias y a las elementales necesidades de subsistencia.  
Se crea un código de buenas prácticas7 al que, voluntariamente, podrán adherirse 
las entidades de crédito, que facilita y promueve la implicación del sector financiero 
español en el esfuerzo requerido para aliviar la difícil situación económica y social de 
muchas familias8. Dentro del citado Código, se incluyen con carácter previo a la 
ejecución hipotecaria  y  en  un  intento  por  evitarla,  la  reestructuración  viable  de  la  
deuda hipotecaria  a  través  de  la  aplicación  a  los  préstamos  de  una  carencia  en  la 
amortización de capital y una reducción del tipo de interés durante cuatro años, así 
como la ampliación del plazo total de amortización. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
5 artículo. 1 RDL 6/2012 
6 artículo 3 RDL 6/2012 modificado por el apartado dos del artículo 8 de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, 
de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler 
social. 
7 artículo. 5 RDL 6/2012 modificado por el apartado cinco del artículo 8 de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, 
de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler 
social. 
8 Una vez que la entidad de crédito haya aceptado atenerse a los establecido en el Código de buenas 
prácticas, el deudor sólo podrá acceder a las medidas si cumple una serie de requisitos, fehacientemente 
acreditados:  1º  que  todos  los  miembros  de  la  unidad  familiar  carezcan  de  rentas  de  trabajo  o  de 
actividades económicas,   incluyendo en el seno de la unidad familiar a los hijos del deudor, con 
independencia de su edad, siempre y cuando residan en la vivienda. 2º Que la cuota que ha de pagarse 
supere el 60% de los ingresos netos que perciba en conjunto de los miembros de la unidad familiar. 3º 
Que la unidad familiar carezca de otros bienes o derechos patrimoniales  con los que hacer frente a la 
deuda. 4º Que le préstamo garantizado con la hipoteca recaída sobre la única vivienda en propiedad del 
deudor, para cuya adquisición fue concedido. 5º. Que le préstamo carezca de cualquier otra garantía, real 
o personal, y en caso de ésta últimas, que todos los garantes se encuentren en la situación planteada en los 
nº 2 y 3. 6º Si existen codeudores que no forman parte de la unidad familiar, deberán presentar los 
condicionantes planteados en los tres primeros apartados. 
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Del análisis de este código observamos tres tipos de actuaciones para reducir el 
esfuerzo hipotecario de los deudores:  
1.- procurar la reestructuración viable, o refinanciación, de la deuda hipotecaria, a 
través de la aplicación a los préstamos o créditos de una carencia en la amortización de 
capital y una reducción del tipo de interés durante cuatros años y la ampliación del 
plazo total de amortización. No podrá ser solicitada por quien ya se encuentre inmerso 
en proceso de ejecución hipotecaria una vez producido el anuncio de la subasta. 
2.- si no es suficiente la reestructuración, las entidades de crédito podrán ofrecer a 
los deudores una quita sobre el conjunto de su deuda, siempre con carácter potestativo. 
3.- si no es suficiente con la reestructuración y con la quita, los deudores podrán 
solicitar, y las entidades deberán aceptar, la dación en pago como medio liberatorio 
definitivo de la deuda. El deudor tiene un periodo de un año para optar por la dación en 
pago de la vivienda, contado a partir del  momento  en  el que  el plan  de  
reestructuración  y las  medidas  complementarias  hayan  resultado inviables;  en todo  
caso,  se prevé  la posibilidad  de que el deudor  que  lo solicite,  pueda  permanecer 
durante un período de tiempo de dos años, contados a partir del momento en que la 
dación tiene lugar, en concepto de arrendatario, satisfaciendo una renta anual 
correspondiente  al 3% del importe total de la deuda al tiempo de efectuarse la dación. 
Si la renta fijada también fuese objeto de impago, devengará un interés de demora del 
20% con posibilidad de que la entidad inicie un proceso de desahucio en los seis meses 
siguientes en que conste el impago. También podrá iniciarse el proceso de desahucio 
transcurrido el plazo de dos años si no se hubiese pactado la prórroga del 
arrendamiento.   
Se moderan también los tipos de interés moratorios9 aplicables a los contratos de 
crédito o préstamo hipotecario para disminuir la carga financiera generada en casos de 
incumplimiento por impago de los deudores protegidos. Y así, para el deudor que se 
encuentre situado en el umbral de exclusión, el interés moratorio aplicable será, como 
máximo, el resultante de sumar a los intereses remuneratorios pactados en el préstamo 
un 2 por cien sobre el capital pendiente del préstamo. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
9 artículo. 4 RDL 6/2012 modificado por el apartado cuatro del artículo 8 de la Ley 1/2013, de 14 de 
mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y 
alquiler social. 
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Se incorporan al colectivo de beneficiarios de las ayudas a inquilinos previstas en 
el Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, a las personas que hubieran sido objeto 
de una resolución judicial de lanzamiento como consecuencia de procesos de ejecución 
hipotecaria. 
Se procede a simplificar y aclarar el procedimiento de ejecución extrajudicial 
previendo una subasta única y un importe mínimo de adjudicación y remitiendo a un 
posterior desarrollo reglamentario la regulación de la venta extrajudicial, posibilitando, 
entre otras medidas, la subasta on line. 
 Las escrituras públicas de formalización de las novaciones contractuales que se 
produzcan al amparo del Código de Buenas Prácticas quedarán exentas de la cuota 
gradual de documentos notariales de la modalidad de Actos Jurídicos Documentados. 
 
D. Real Decreto-ley 27/2012, de 15 de noviembre, Medidas urgentes para 
reforzar la protección de los deudores hipotecarios 
Esencialmente regula la suspensión inmediata por un plazo de dos años de los 
desahucios de las familias que se encuentren en situación de especial riesgo de 
exclusión. Hay que tener en cuenta que en el momento en le que se promulga la presión 
mediática y social es muy fuerte, incluso hubo gente que se suicidó por los mal 
llamados desahucios, por lo que a mi parecer la intención de esta norma es la de 
paralizar los lanzamientos mientras se buscan otras soluciones al problema existente. 
La medida de suspensión con carácter temporal y excepcional afectará a cualquier 
proceso judicial o extrajudicial de ejecución hipotecaria por el cual se adjudique al 
acreedor la vivienda habitual de personas pertenecientes a determinados colectivos. En 
estos casos, la norma precisa que no se alterará el procedimiento de ejecución 
hipotecaria,  pero  impedirá  que  se  proceda  al  lanzamiento  que  culminaría  con  el 
desalojo de las personas. Si bien, es importante  puntualizar  que la suspensión  es sólo 
temporal.  Como ejemplo,  el Auto del Juzgado de Primera Instancia nº 32 de Madrid de 
24 de enero de 2103 (autos 229/2010), que suspende el lanzamiento de los ejecutados 
hasta el 16 de noviembre de 2014; llegado ese término, declara que si los ejecutados no 
hubiesen hecho antes entrega de las llaves del piso, a solicitud del adjudicatario, podrá 
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acordarse el lanzamiento de los mismos y demás ocupantes sin necesidad de 
requerimiento previo de desalojo, considerándose  tras su realización abandonados  los 
enseres que se encuentren en el interior.  
Se pretende limitar la suspensión de los lanzamientos tan solo a aquellas personas 
que se encuentren en situación de especial vulnerabilidad: familias numerosas10, 
familias mono parentales con dos hijos a cargo, las que tienen un menor de tres años o 
algún miembro discapacitado o dependiente, o en las que el deudor hipotecario se 
encuentre en situación de desempleo y hayan agotado las prestaciones sociales, o 
finalmente, las víctimas de violencia de género. También los ingresos no podrán superar 
el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples, y es 
necesario también que la unidad familiar haya sufrido una alteración significativa de sus 
circunstancias  económicas,  en términos  de esfuerzo de acceso a la vivienda.  Por 
último, se exige como requisito que la cuota hipotecaria resulte superior al 50 por cien 
de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar y se 
trate de un crédito o préstamo garantizado con hipoteca que recaiga sobre la única 
vivienda en propiedad del deudor y hubiese sido concedido para la adquisición de la 
misma. 
La concurrencia de las circunstancias  a que se refiere este real decreto-ley se 
acreditará por el deudor en cualquier momento del procedimiento  de ejecución 
hipotecaria y antes de la ejecución   del  lanzamiento,   ante  el  juez  o  el  notario   
encargado   del  procedimiento,   mediante   la presentación  de los  documentos 
detallados en su artículo 2. 
La medida de protección que se toma en este Real Decreto –Ley, como ya hemos 
dicho, es la suspensión del lanzamiento durante dos años, pero solo cuando el acreedor 
se adjudica la vivienda en pago de la deuda. Es decir, la deuda sigue existiendo si el 
producto de lo obtenido con la subasta es insuficiente, los ejecutados pierden su 
titularidad y, tan solo, les cabe seguir en el uso del inmueble por tiempo determinado. 
Entre tanto, el nuevo propietario, el acreedor adjudicatario, sufre una privación en el uso 
del inmueble por imposición legal. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
10 En este caso, habrá que tomar como punto de referencia lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de 
Protección a las Familias Numerosas. 
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La Doctrina se ha dividido en lo que respecta al ámbito de aplicación de la norma, 
pues se alude un tanto genéricamente a los procesos de ejecución hipotecarios, 
judiciales o extrajudiciales. En efecto, el artículo1 del Real Decreto-ley dice “hasta 
transcurridos dos años desde la entrada en vigor de este real decreto-ley no procederá 
el lanzamiento cuando en un proceso judicial o extrajudicial de ejecución hipotecaria 
se hubiera adjudicado al  acreedor, o a persona que actúe por su cuenta, la vivienda 
habitual de personas que se encuentren en los supuestos de especial vulnerabilidad y en 
las circunstancias económicas previstas en este artículo”.  Por ello hay autores que 
consideran que al aludir a los procesos judiciales de ejecución hipotecarios, hay que 
inferir que el espíritu de la norma apunta únicamente al procedimiento regulado en los 
artículos 681 a 698 LEC y no a las adjudicaciones que se produzcan  a  consecuencia  
de  procesos  de  ejecución  ordinaria  o  derivadas  de procesos monitorios que también 
pueden conducir a un resultado de despojo o lanzamiento. Además, la Exposición de 
Motivos menciona expresamente que la medida excepcional y temporal afectará a 
cualquier proceso judicial o extrajudicial de ejecución hipotecaria, sin alterar el 
procedimiento. 
Por tanto, resulta claro que el ámbito de aplicación de la suspensión opera en los 
procesos  de ejecución  hipotecaria  en sentido  estricto  y no en  aquellos  otros que 
puedan conducir al mismo resultado de privación de un inmueble y adjudicación al 
acreedor.  En  este  sentido,  CASADO  ROMAN11  se  pronuncia  afirmando  que  la 
posibilidad de suspender los lanzamientos se aplica tan solo a los procesos regulados 
dentro del Capítulo V, Libro IV, artículos 681 a 698 LEC, así como en el regulado en el 
artículo 129  LH.  En  contra  de  esta  opinión,  RUIZ-RICO  y  DE  LUCCHI12  que  
consideran ampliable   el  ámbito   de   aplicación   a   otras  ejecuciones.   Asimismo,   
quedan marginadas  del ámbito  de aplicación  las personas  jurídicas,  las entidades 
patrimoniales  o  las  masas  de  bienes  que,  aun  teniendo  capacidad  procesal  y 
capacidad para ser parte conforme los artículos 6 y 7 LEC, no pueden incluirse dentro 
de los supuestos de especial vulnerabilidad a que hace referencia la norma. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
11 Análisis Procesal del Real Decreto Ley de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores 
hipotecarios. Diario la Ley nº 7991 de 27 de diciembre 2012 
12 Diario la Ley nº 7991 de 27 de diciembre 2012 
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En lo que concierne a la cuestión de si el Juzgado puede adoptar de oficio la 
suspensión  del  lanzamiento,  todo  parece  indicar  que  no  al  requerirse  solicitud  o 
instancia  de  parte.  Para  ello,  basta  con  la  presentación  de  un  simple  escrito 
adjuntando la documentación necesaria para justificar la situación de especial 
vulnerabilidad y el cumplimiento del resto de requisitos. 
Con este Real Decreto –ley, el  principal  afectado  por  la  medida  de  suspensión  
del lanzamiento  es  el  acreedor  que  se  adjudica  la  vivienda  y,  que  pese  a  haberse 
convertido en propietario de la misma, ve anulado durante un periodo de tiempo 
determinado su derecho de uso. En la mayoría de los casos, el acreedor adjudicatario es 
una entidad financiera, sin embargo, no debemos olvidar que los particulares y 
sociedades también podrían serlo si conceden préstamos garantizados con una hipoteca; 
por consiguiente, en ese caso, también les afectaría la medida. 
La norma no dice nada acerca de la figura del cesionario del remate, pero esa 
afectación no tendría que ser la misma que la del banco, que es a  quien la norma sitúa 
como destinatario  de su mandato  imperativo  de suspensión.  Seguramente  ese tercero 
cesionario, a pesar de ocupar la misma posición que el banco, debería poder disfrutar, si 
no físicamente del inmueble, dado que le alcanzaría la referida prohibición de toma de 
posesión, sí al menos debería  poder  obtener  una  renta  por  el uso  ajeno  durante  los  
dos  años  que  no  puede  disfrutar  del inmueble de su propiedad. La norma no prevé 
este efecto, pero parecería lógico considerar, tal y como concluyen RUIZ-RICO y DE 
LUCCHI13, que el beneficio legal concedido al ejecutado no puede ir más allá de  lo  
razonable. Ello  no  obstante,  también  parecería  lógico  sostener  que  entre  acreedor 
adjudicatario  que cede el remate y cesionario  exista un acuerdo de cesión y en atención 
a la relación jurídica que les une pueda el cesionario exigir responsabilidad a su cedente 
por las privaciones que pueda experimentar en el uso y disfrute del inmueble por él 
adquirido. 
Como principal beneficiario se sitúa el deudor hipotecario y su familia. En 
concreto, la norma se refiere a personas que se hallen en situación de especial 
vulnerabilidad y utiliza la expresión deudor y deudor hipotecario. Si existen varios 
deudores, cualquiera de ellos puede presentar la solicitud de suspensión, pues la 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
13 Diario la Ley nº 7991 de 27 de diciembre 2012. 
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exigencia de un escrito conjunto de todos supondría introducir cierta complejidad que 
podría afectar al espíritu de la norma. Cuando se regula la suspensión, se está pensando 
únicamente en el prestatario que sea dueño de la vivienda hipotecada,  pero también  
podrían  ser  beneficiarios  de  la  suspensión  el  hipotecante  no deudor,  toda  vez  que  
técnicamente  puede  ser  considerado  como  deudor  en  su condición de fiador. Sin 
embargo, al tercer poseedor, al no ser deudor en sentido estricto, no se le pueden aplicar 
los mismos parámetros que a los anteriores.  
Este Real Decreto-ley guarda silencio a cerca del devengo de los intereses 
moratorios durante estos 2 años de suspensión del lanzamiento en el supuesto, muy 
habitual, de la deuda que ha podido no quedar zanjada en su integridad y sigue 
generando intereses moratorios.  La lógica  de la norma, unida a su filosofía  que no es 
otra que la de proteger  a  ultranza  al  deudor  hipotecario,  impondrían  una  respuesta  
en  sentido negativo, por cuanto la producción de esos intereses agravaría la situación de 
aquellos a quienes se ha querido favorecer con la suspensión. 
Se prohíbe el anatocismo respecto de los intereses moratorios devengados antes o 
durante la tramitación del  procedimiento,  esto es que en  la  medida  que  sigan  
devengándose  por  haber  quedado pendiente parte del principal, no devengaran nuevos 
intereses, mientras no sean reclamados específicamente, en aplicación del artículo 1109 
CC; por tratarse de intereses anatocísticos, exigen una específica reclamación judicial 
para su devengo.  
La principal característica del RDL 27/2012 es la omisión de la forma en que ha 
de tramitarse la suspensión solicitada por el deudor puesto que no viene acompañada de 
unas pautas mínimas  de tramitación  procesal  y deja a la interpretación  de cada  
órgano judicial la forma de resolver esta solicitud. Por ello nos podríamos plantear si la 
solicitud de suspensión de la entrega de la posesión debería o no adoptar la forma de 
incidente dentro del procedimiento o si debería tramitarse como una mera solicitud que 
forma parte del procedimiento hipotecario, en sí mismo, y sin autonomía propia. Lo  
más  sensato  sería  la apertura de un incidente dentro del procedimiento de ejecución 
hipotecaria, con una tramitación y resolución propia, que simplifique la actuación 
procesal y permita un control de todos los requisitos formales exigidos por el Ejecutivo, 
pero sin que se constituya en un procedimiento independiente del principal. 
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Del análisis del Real Decreto-ley 27/2012 y el anterior Real Decreto-Ley 6/2012, 
encontramos diferencias sustanciales, puesto que en el anterior RDL, tras la dación en 
pago, el deudor podía continuar dos años en el uso del inmueble como arrendatario 
pagando cierta renta. En el RDL 27/2012, por el contrario, la deuda sigue aumentando y 
no paga contraprestación alguna por el uso del inmueble, que, recordemos, no es una 
dación en pago, sino una paralización del acto del lanzamiento. Es un trato 
aparentemente más beneficioso pero a largo plazo, resulta ruinoso.  Como además la 
norma suspende el desalojo pero no suspende los actos propios de la adjudicación, 
resulta que el Banco es propietario desde el auto de adjudicación, pensemos en los 
efectos fiscales, y en el caso de entidades de crédito, pensemos en el cálculo de 
porcentajes establecidos en la regulación sobre saneamiento y venta de activos  
inmobiliarios  del  sector  financiero que  se  aplicarán  también sobre los bienes 
adjudicados sobre los que se haya aplicado la suspensión del lanzamiento. 
 
E. Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los 
deudores hipotecarios, reestructuración de la deuda y alquiler social 
El adecuado entendimiento de la reforma introducida por la Ley 1/2013 en la LEC 
requiere previamente ubicar dicha reforma en el proceso de revisión de los sistemas de 
protección del deudor hipotecario, vistos anteriormente, en el que nuestro ordenamiento 
jurídico se encuentra inmerso como consecuencia de la profunda crisis económica 
atravesada en los últimos años. 
La crisis económica sin precedentes y el entorno socio-económico en el que se ha 
desarrollado en nuestro país ha forzado al sistema hipotecario español que, partiendo del 
principio de responsabilidad patrimonial universal del artículo 1911 del Código Civil, 
tiene como instrumento de realización forzosa de la garantía hipotecaria del préstamo 
inmobiliario, el procedimiento de ejecución hipotecaria previsto en los artículos 691 a 
698 de la LEC. 
Esta Ley se estructura en cuatro capítulos, relativos a la suspensión de los 
lanzamientos hipotecarios; mejoras en la regulación del mercado hipotecario; reformas 
al procedimiento de ejecución hipotecaria; y modificaciones introducidas al Real 
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Decreto-ley 6/2012. El primero de los capítulos guarda escaso sentido y vacía de 
contenido el Real Decreto-ley 27/2012 del que no es sino un reflejo prácticamente 
idéntico. El segundo capítulo cuenta entre sus principales modificaciones con la 
obligación de señalar en el título ejecutivo si es una vivienda habitual; la imposición de 
un límite máximo de intereses moratorios; la actualización del sistema de venta 
extrajudicial; una mayor rigidez a la regulación de las sociedades de tasación; así como 
un peculiar mecanismo de protección frente a cláusulas limitativas de tipos de interés. 
Por su parte, las reformas de la ejecución hipotecaria se centran especialmente en 
cuestiones polémicas en los últimos tiempos, como es el control de las cláusulas 
abusivas; el endurecimiento de los tipos mínimos de subasta o la ejecución dineraria por 
el crédito sobrante tras la ejecución del bien hipotecado. Por último, el capítulo cuarto, 
con acierto, amplia los estrechos límites del umbral de exclusión en el Real Decreto-ley 
6/2012, a la par que introduce nuevas medidas de protección, tales como reconocer un 
derecho de exclusión a aquellos fiadores que hubieran renunciado expresamente al 
mismo en el título ejecutivo. 
Como veremos, esta Ley 1/2013 reforma la Ley de Enjuiciamiento Civil, con el 
propósito de adaptar la normativa reguladora de los procesos ejecutivos en España a las 
exigencias derivadas del Derecho comunitario, recogidas en el pronunciamiento del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea en la Sentencia de 14 de marzo de 2013, en el 
asunto Mohamed Aziz vs. Caixa d´Estalvis de Catalunya, Tarragona (Catalunya Banc, 
S.A), que declaraba que la normativa hipotecaria procesal española era contraria a la 
Directiva 93/13/CEE, sobre cláusulas abusivas. 
El legislador, ya en el Real Decreto-ley 27/2012, de 15 de noviembre, como 
hemos visto, introduce un aplazamiento del lanzamiento, y luego la Ley 1/2013, que 
comentamos, mantiene este aplazamiento del lanzamiento, también en circunstancias   
extraordinarias, pero   sólo   en   la   ejecución hipotecaria y no en el desahucio 
arrendaticio. Lo que resulta de algún modo paradójico si se tiene en cuenta que la ley 
que comentamos ha sido denominada “Antidesahucios”, siendo así que el desahucio es 
justamente un procedimiento para promover la terminación del arrendamiento, 
generalmente por falta de pago. Aunque lo de “antidesahucios” no es sólo un alias 
vulgar de la ley, sino una “idea” asumida por el propio legislador que, confundido y 
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arrastrado por la opinión pública del momento, ha denominado, como ella, “desahucio” 
al lanzamiento. 
A  raíz  de  la  Sentencia  del  Tribunal  de  Luxemburgo  de  14  de  marzo  de  
2013, aumentaron los pronunciamientos judiciales de suspensión del lanzamiento en la 
ejecución hipotecaria, pero por razón de la posible existencia de cláusula abusiva en el 
préstamo, no por razón de necesidad de determinados deudores hipotecarios o de su 
unidad familiar, que es lo que justifica la suspensión que prevé la Ley 1/2013: por razón 
de riesgo de exclusión social. 
• Suspensión del lanzamiento. 
Se impide que se proceda al lanzamiento que culminaría con el desalojo de las 
personas, por un plazo de dos años, pero solo de los desahucios de las familias que se 
encuentren en una situación de especial riesgo de exclusión y en el que se adjudique al 
acreedor la vivienda habitual.  
En este sentido dice el artículo 1. “Hasta transcurridos dos años desde la entrada 
en vigor de esta Ley, no procederá el lanzamiento cuando en un proceso judicial o 
extrajudicial de ejecución hipotecaria se hubiera adjudicado al acreedor, o a persona 
que actúe por su cuenta, la vivienda habitual de personas que se encuentren en los 
supuestos de especial vulnerabilidad y en las circunstancias económicas previstas en 
este artículo.” 
Por tanto se garantiza que durante este período de tiempo, los deudores 
hipotecarios especialmente vulnerables no puedan ser desalojados de sus viviendas y se 
prevé además que la deuda que no haya podido ser cubierta con la vivienda habitual no 
pueda devengar más que un 2% de interés de demora sobre la deuda pendiente. 
Esta medida adoptada por la Ley 1/2013 de suspender el lanzamiento de la 
vivienda habitual del deudor que proceda de ejecución hipotecaria, es idéntica a la 
adoptada por el Real Decreto-ley 27/2012, salvo en haberse elevado en ella de tres a 
cuatro o cinco veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM), en 
los casos más graves de vulnerabilidad. El legislador con estas normas trata de dar 
continuidad en el uso de la vivienda habitual a los deudores hipotecarios que no habían 
alcanzado el beneficio de la dación en pago que hemos visto al analizar el Real Decreto-
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ley 6/2012 y habían perdido su vivienda en la ejecución hipotecaria. No obstante, hay 
que reconocer que el Real Decreto-ley 6/2012 no se olvida del todo del deudor no 
beneficiado por la dación en pago y “lanzado” como consecuencia de ejecución 
hipotecaria, judicial o extrajudicial, pues si logra acceder al arrendamiento de otra 
vivienda, le permite acceder a una ayuda para el pago de la renta. 
Con todo esto, el antiguo propietario puede permanecer durante dos años en la 
vivienda, si es por aplicación de la dación en pago prevista en el Código de Buenas 
Prácticas, en concepto de arrendatario, satisfaciendo una renta anual del 3 % del importe 
total de la deuda en el momento de la dación, y devengando durante dicho plazo, en 
caso de impago de la renta, un interés de demora del 10 %14.    
Si es por ejecución hipotecaria judicial o extrajudicial, cuando se produzca 
adjudicación al acreedor o a persona que actúe por su cuenta, el antiguo propietario 
puede permanecer durante un plazo de dos años en la vivienda, puesto que se suspende 
el lanzamiento durante ese tiempo, y cuando se produzca adjudicación  a  un  tercero  y  
lanzamiento,  el  antiguo  propietario  que  alquile  otra vivienda puede recibir ayuda al 
arrendamiento en los términos establecidos en los artículos 38 y 39 del Real Decreto 
2066/2008, de 12 de diciembre15 . Ahora bien, en este supuesto de ejecución y 
lanzamiento, cualquier deudor hipotecario que ahora “viva de alquiler” tiene derecho a 
estas ayudas, mientras que si se trata del deudor hipotecario que “vive de alquiler” en su 
antigua vivienda por haberla dado en pago, no tiene estas ayudas. 
A mi juicio se produce una discriminación entre el deudor hipotecario que ha 
alcanzado el beneficio de una dación en pago y el deudor contra el que se ha seguido el 
procedimiento de ejecución hasta la adjudicación al acreedor, puesto que en ambos 
casos se produce la pérdida de la vivienda a favor del acreedor y la posibilidad de 
permanencia en el uso por parte del deudor, en el primero lo es a título oneroso y en el 
segundo, a título gratuito. No obstante, hay que reconocer que, en cuanto al plazo, es 
mejor la situación del deudor que ha logrado la dación en pago que la del otro, pues el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
14 Código de Buenas Prácticas para la reestructuración viable de las deudas con garantía hipotecaria sobre 
la vivienda habitual, Anexo, 3, c, Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de 
protección de deudores hipotecarios sin recursos. 
15 artículo. 13 del Real Decreto-ley 6/2012. Asimismo tendrá la consideración de colectivo con 
derecho a protección preferente para el acceso a las ayudas a los inquilinos, en los términos 
establecidos en el apartado 2 del artículo 1 del citado real decreto. 
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primero permanecerá por espacio de dos años a contar desde la dación, mientras que el 
segundo permanecerá, sea cual sea el momento de la adjudicación al acreedor, como 
máximo hasta el 15 de mayo de 2015. 
La medida, excepcional y temporal, como dice el preámbulo, del aplazamiento del 
lanzamiento salva la situación de los deudores afectados hasta el 15 de mayo de 2015, 
pero no soluciona su problema de vivienda ni de deuda: el deudor, en la medida en que 
el remate no alcance a cubrir la totalidad de la deuda, sigue debiendo, aunque, ahora, sin 
garantía y sin patrimonio que pueda responder de la obligación. 
Puesto que la obligación garantizada con la vivienda objeto de la ejecución tiene 
que ser un préstamo o crédito concedido para la adquisición de la misma, se dejan fuera 
de la medida las viviendas que, sufriendo ejecución, fueran garantía de una deuda de 
naturaleza empresarial o de una deuda ajena, normalmente la deuda de un hijo o de un 
familiar. Esta limitación no se compadece con el espíritu y finalidad de la norma, que es 
evitar que determinadas personas en situación de necesidad o, como se dice ahora, de 
vulnerabilidad, hayan de desalojar su hogar, debiendo ser indiferente el origen de la 
deuda. 
El bien del deudor que se protege del lanzamiento es únicamente su vivienda 
habitual. La norma protectora no alcanza a los procesos de ejecución en los que la 
garantía que se realiza es un local comercial, a pesar de que se había considerado 
conveniente incluirlos cuando constituyeran la base física del negocio familiar, y éste la 
única vía de ingresos16. 
Para que resulte el derecho a evitar el lanzamiento y a continuar en el uso de la 
vivienda habitual que concede esta norma, el adjudicatario tiene que haber sido el 
acreedor o una persona que haya actuado por su cuenta, sin que haya sido necesario que 
aquél haya suscrito el Código de Buenas Prácticas. 
No plantea duda la adjudicación al acreedor ejecutante, que se puede haber 
producido por haber pujado y haber realizado la mejor postura igual o superior al 70 por 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
16 En el Informe sobre abusos en los desahucios encargado por el Consejo General del Poder Judicial, de 9 
de noviembre de 2012, se considera conveniente la extensión de las medidas protectoras a las 
ejecuciones hipotecarias de locales de negocio, al entender que han de ser objeto de una especial  
protección 
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100 del valor por el que el bien hubiere salido a subasta (artículo. 670.2 LEC) o por 
haber ejercido la facultad de adjudicación en caso de postura de tercero, en los 
supuestos de los números 3 y 4 del artículo 670 LEC17, o en caso de que en la subasta 
no hubiere habido ningún postor artículo. 671 LEC18. 
Sin embargo, una interpretación teleológica de la norma debería llevar a 
considerar incluidas en la expresión “persona que actúe por cuenta del acreedor”, no 
sólo al representante  o  al  mandatario,  sino  a  la  persona  vinculada,  jurídica  o 
económicamente, con el acreedor, pues, de lo contrario, se podría fácilmente burlar la 
norma. 
Deudor e hipotecante tienen que ser la misma persona, pues dice el artículo 1.3.d) 
que el crédito o préstamo garantizado con hipoteca que recaiga sobre la única vivienda 
en propiedad del deudor tiene que haberse concedido para la adquisición de la misma. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
17 Artículo 670 LEC Aprobación del remate. Pago. Adjudicación de los bienes al acreedor 3. Si sólo se 
hicieren posturas superiores al 70 por 100 del valor por el que el bien hubiere salido a subasta, pero 
ofreciendo pagar a plazos con garantías suficientes, bancarias o hipotecarias, del precio aplazado, se 
harán saber al ejecutante quien, en los veinte días siguientes, podrá pedir la adjudicación del inmueble 
por el 70 por 100 del valor de salida. Si el ejecutante no hiciere uso de este derecho, se aprobará el 
remate en favor de la mejor de aquellas posturas, con las condiciones de pago y garantías ofrecidas en la 
misma. 4. Cuando la mejor postura ofrecida en la subasta sea inferior al 70 por ciento del valor por el 
que el bien hubiere salido a subasta, podrá el ejecutado, en el plazo de diez días, presentar tercero que 
mejore la postura ofreciendo cantidad superior al 70 por ciento del valor de tasación o que, aun inferior 
a dicho importe, resulte suficiente para lograr la completa satisfacción del derecho del ejecutante. 
Transcurrido el indicado plazo sin que el ejecutado realice lo previsto en el párrafo anterior, el 
ejecutante podrá, en el plazo de cinco días, pedir la adjudicación del inmueble por el 70 % de dicho valor 
o por la cantidad que se le deba por todos los conceptos, siempre que esta cantidad sea superior al 
sesenta por ciento de su valor de tasación y a la mejor postura. Cuando el ejecutante no haga uso de esta 
facultad, se aprobará el remate en favor del mejor postor, siempre que la cantidad que haya ofrecido 
supere el 50 por ciento del valor de tasación o, siendo inferior, cubra, al menos, la cantidad por la que se 
haya despachado la ejecución, incluyendo la previsión para intereses y costas. Si la mejor postura no 
cumpliera estos requisitos, el Secretario judicial responsable de la ejecución, oídas las partes, resolverá 
sobre la aprobación del remate a la vista de las circunstancias del caso y teniendo en cuenta 
especialmente la conducta del deudor en relación con el cumplimiento de la obligación por la que se 
procede, las posibilidades de lograr la satisfacción del acreedor mediante la realización de otros bienes, 
el sacrificio patrimonial que la aprobación del remate suponga para el deudor y el beneficio que de ella 
obtenga el acreedor. En este último caso, contra el decreto que apruebe el remate cabe recurso directo 
de revisión ante el Tribunal que dictó la orden general de ejecución. Cuando el Secretario judicial 
deniegue la aprobación del remate, se procederá con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente. 
 
18 Artículo 671 LEC Subasta sin ningún postor Si en el acto de la subasta no hubiere ningún postor, 
podrá el acreedor, en el plazo de veinte días, pedir la adjudicación del bien. Si no se tratare de la 
vivienda habitual del deudor, el acreedor podrá pedir la adjudicación por el 50 por cien del valor por el 
que el bien hubiera salido a subasta o por la cantidad que se le deba por todos los conceptos. Si se 
tratare de la vivienda habitual del deudor, la adjudicación se hará por importe igual al 70 por cien del 
valor por el que el bien hubiese salido a subasta o si la cantidad que se le deba por todos los conceptos 
es inferior a ese porcentaje, por el 60 por cien. Se aplicará en todo caso la regla de imputación de pagos 
contenida en el artículo 654.3. Cuando el acreedor, en el plazo de veinte días, no hiciere uso de esa 
facultad, el Secretario judicial procederá al alzamiento del embargo, a instancia del ejecutado. 
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Es decir, no forma parte del supuesto el caso del hipotecante no deudor. Si el deudor 
hipotecante vende la vivienda, el adquirente (tercer poseedor de la finca hipotecada) no 
deudor pueda perderla en ejecución y quedar protegido por esta norma. Lo determinante 
es que originariamente deudor y propietario de la vivienda hayan sido la misma persona 
y que, tanto si el ejecutado que pierde la vivienda es éste o un adquirente posterior, se 
encuentre en situación de especial vulnerabilidad. 
 Para que un deudor hipotecario se encuentre en el ámbito de aplicación de esta 
norma será necesario el cumplimiento de tres requisitos19.  
1. Pertenecer a algún grupo social de los enumerados: familias numerosas20, 
las familias monoparentales con dos hijos a cargo21, familias con un menor de tres años 
o algún miembro con discapacidad o dependiente, familias en las que el deudor 
hipotecario se encuentre en situación de desempleo y haya agotado las prestaciones 
sociales o, finalmente, las víctimas de violencia de género. 
2. Los ingresos mensuales22 de la familia no podrán superar el límite de tres 
veces el IPREM (Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples) y haber sufrido, en 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
19 Artículo 1.2 Ley 1/2013 
20 Se protege con esta medida a las familias numerosas (letra a), que son aquellas que, conforme al 
artículo 2.1 de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección de las familias numerosas, están 
formadas por uno o dos ascendientes (padre, madre, cónyuge de uno de ellos, en su caso, tutor, acogedor) 
y tres o más hijos, sean o no comunes. Ahora bien, el concepto de familia numerosa se alarga, pues se 
equiparan a ella (artículo 2.2) las familias constituidas por: a) Uno o dos ascendientes con dos hijos, sean 
o no comunes, siempre que al menos uno de éstos sea discapacitado o esté incapacitado para trabajar. b) 
Dos ascendientes, cuando ambos fueran discapacitados, o, al menos, uno de ellos tuviera un grado de 
discapacidad igual o superior al 65 por ciento, o estuvieran incapacitados para trabajar, con dos hijos, sean 
o no comunes. c) El padre o la madre separados o divorciados, con tres o más hijos, sean o no comunes, 
aunque estén en distintas unidades familiares, siempre que se encuentren bajo su dependencia económica, 
aunque no vivan en el domicilio conyugal. d) Dos o más hermanos huérfanos de padre y madre sometidos 
a tutela, acogimiento o guarda que convivan con el tutor, acogedor o guardador, pero no se hallen a sus 
expensas. e) Tres o más hermanos huérfanos de padre y madre, mayores de 18 años, o dos, si uno de ellos 
es discapacitado, que convivan y tengan una dependencia económica entre ellos. A este elenco añadió la 
disposición adicional 13ª de la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de medidas en materia de Seguridad 
Social, otro supuesto de familia numerosa: el padre o la madre con dos hijos, cuando haya fallecido el otro 
progenitor. 
21 En la letra b del artículo 1.2 se protege también a la unidad familiar monoparental, formada por un 
progenitor con dos hijos a su cargo. En la regulación de Seguridad Social la unidad familiar monoparental 
está constituida por un solo progenitor  con  el  que  convive  el  hijo  nacido  o  adoptado  y  que  
constituye  el sustentador único de la familia (artículo 185 del Real Decreto-ley 1/1994). 
 
22 Mientras que el Real Decreto-ley 6/2012 exigía a los deudores “lanzados” de su vivienda habitual en 
virtud de ejecución hipotecaria, para poder obtener las ayudas al alquiler, que sus ingresos familiares no 
excedieran de 2,5 veces el IPREM, el Real Decreto-ley 27/2012 los elevó a 3 veces, para poder evitar el 
lanzamiento. Ahora, la presente ley, que mantiene como regla ese límite a 3, lo eleva a 4 y hasta 5 en 
supuestos concretos de discapacidad, enfermedad o dependencia. Así pues, con carácter general, los 
ingresos mensuales no pueden superar los 1597,53 euros, ya que el IPREM sigue fijado (desde la Ley 
39/2010, de 22 de Diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2011) para 2013 en 532,51 € 
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los cuatro años anteriores al momento de la solicitud, una alteración significativa de sus 
circunstancias económicas en términos de esfuerzo de acceso a la vivienda que se mide 
en función de la variación de la carga hipotecaria sobre la renta sufrida en los últimos 
cuatros años. El artículo 1.4 nos aclara el concepto y dice  “Que se ha producido una 
alteración significativa de las circunstancias económicas cuando el esfuerzo que 
represente la carga hipotecaria sobre la renta familiar se haya multiplicado por al 
menos 1,5.” 
3. Haber tenido una cuota hipotecaria superior al 50 % de los ingresos netos 
que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar, o que la hipoteca recaiga 
sobre la única vivienda en propiedad del deudor y haya sido concedida para la 
adquisición de la misma. 
Para poner en marcha el mecanismo de la suspensión de los lanzamientos, el 
deudor deberá acreditar las circunstancias de las que intente valerse, aportando la  
documentación23 en cualquier momento del procedimiento de Ejecución hipotecaria y 
antes de la ejecución del lanzamiento. 
A raíz de la Sentencia del Tribunal de Luxemburgo de 14 de marzo de 2013, 
aumentaron los pronunciamientos judiciales de suspensión del lanzamiento en la 
ejecución hipotecaria, pero por razón de la posible existencia de cláusula abusiva en el 
préstamo, no por razón de necesidad de determinados deudores hipotecarios o de su 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
euros al mes. 
23 artículo 2. La documentación a aportar es: a) Percepción de ingresos por los miembros de la unidad 
familiar: 1.º Certificado de rentas y, en su caso, certificado relativo a la presentación del Impuesto de 
Patrimonio, expedido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria con relación a los últimos 
cuatro ejercicios tributarios. 2.º Últimas tres nóminas percibidas. 3.º Certificado expedido por la entidad 
gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de prestaciones o 
subsidios por desempleo. 4.º Certificado acreditativo de los salarios sociales, rentas mínimas de 
inserción o ayudas análogas de asistencia social concedidas por las Comunidades Autónomas y las 
entidades locales. 5.º En caso de trabajador por cuenta propia se aportará el certificado expedido por la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria o, si estuviera percibiendo la prestación por cese de 
actividad, el certificado expedido por el órgano gestor en el que figure la cuantía mensual percibida. b) 
Número de personas que habitan la vivienda: 1.º Libro de familia o documento acreditativo de la 
inscripción como pareja de hecho. 2.º Certificado de empadronamiento relativo a las personas 
empadronadas en la vivienda, con referencia al momento de la presentación de los documentos 
acreditativos y a los seis meses anteriores. c) Titularidad de los bienes: 1.º Certificados de titularidades 
expedidos por el Registro de la Propiedad en relación con cada uno de los miembros de la unidad 
familiar. 2.º Escrituras de compraventa de la vivienda y de constitución de la garantía hipotecaria y otros 
documentos justificativos, en su caso, del resto de las garantías reales o personales constituidas, si las 
hubiere. d) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los requisitos 
exigidos para considerarse situado en el ámbito de aplicación de esta Ley. 
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unidad familiar, que es lo que justifica la suspensión que prevé la Ley 1/2013: por razón 
de riesgo de exclusión social. 
• Presunción legal de habitualidad de la vivienda.  
En las últimas reformas operadas en la Ley de Enjuiciamiento Civil, relativas a la 
ejecución hipotecaria, se han limitado los valores de adjudicación o el posible 
lanzamiento del inmueble cuando estamos ante una “vivienda habitual”. 
El artículo. 21.3 de la Ley Hipotecaria, conforme a la nueva regulación 
introducida por la Ley 1/2013, establece que “En las escrituras de préstamo hipotecario 
sobre vivienda deberá constar el carácter, habitual o no, que pretenda atribuirse a la 
vivienda que se hipoteque. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que en el momento 
de la ejecución judicial del inmueble es vivienda habitual si así se hiciera constar en la 
escritura de constitución”. Tal manifestación, contenida en escritura pública constituirá 
una presunción procesal iuris tantum. Eso aclara la cuestión de la carga procesal para 
los préstamos que se pudieran conceder a futuro, pero no esclarece la cuestión respecto 
de los préstamos celebrados hasta la fecha, ni tampoco las dudas relativas al concepto 
de vivienda habitual y, más concretamente, si es suficiente con el ánimo o si se exige la 
permanencia efectiva y continuada durante un determinado lapso temporal. 
Por su parte el artículo. 129.2.b) de la misma Ley Hipotecaria, en el mismo 
sentido, dispone que “La estipulación en virtud de la cual los otorgantes pacten la 
sujeción al procedimiento de venta extrajudicial de la hipoteca deberá constar 
separadamente de las restantes estipulaciones de la escritura y deberá señalar 
expresamente el carácter, habitual o no, que pretenda atribuirse a la vivienda que se 
hipoteque. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que en el momento de la venta 
extrajudicial el inmueble es vivienda habitual si así se hubiera hecho constar en la 
escritura de constitución”. 
Con la introducción de estos dos nuevos párrafos se constituye un principio de 
prueba que se establece en favor de la vivienda habitual de las personas físicas, 
entendida como domicilio familiar, en relación a las condiciones de transparencia 
informativa, limitaciones de las cláusulas financieras, en especial de los intereses 
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moratorios, las medidas alternativas a la ejecución hipotecaria y los resultados de la 
propia ejecución.   
En este sentido, no podrá inscribirse ninguna hipoteca afectante a personas físicas 
que grave una vivienda sin que se realice una manifestación expresa acerca de del 
carácter o no de vivienda habitual de la finca gravada que exige este artículo, ya lo sea 
del deudor o, en su caso, del hipotecante no deudor, ya que en ambos casos puede tener 
transcendencia dicha manifestación.  
• Ejecuciones Extrajudiciales 
Esta Ley supone una novedosa regulación en cuanto a las ejecuciones 
extrajudiciales, así, se modifica la Ley Hipotecaria a fin de adaptar el proceso de venta 
extra-judicial a las últimas reformas de la ejecución hipotecaria, para fortalecer el 
paralelismo entre los dos procedimientos. 
De ella se derivan ciertas mejoras para los deudores hipotecarios. 
a.- Sólo cabe por impago de capital o de intereses. Las demás causas de 
vencimiento anticipado no dan entrada a este procedimiento. 
b.- El valor de tasación no puede ser inferior al 75 % del obtenido conforme a la 
Ley de Regulación del Mercado Hipotecario.  
c.- Las consecuencias son distintas si se trata de vivienda habitual. 
d.- La subasta será única y electrónica. 
e.- El notario ha de valorar si existen o no en el contrato en el que se pactó la 
ejecución extrajudicial, cláusulas abusivas, y tras comunicarlo a las partes suspenderá el 
procedimiento si se acredita la intervención judicial a este respecto.  
El notario, como controlador de la legalidad, y ejecutor hipotecario, ha de cumplir 
un papel fundamental y es el de prevenir controlando la inclusión de cláusulas abusivas 
y, en caso de observar cláusulas abusivas en el contrato cuyo incumplimiento dio lugar 
a la ejecución, suspender el procedimiento de ejecución extrajudicial o venta forzosa 
notarial de bienes hipotecados 
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A esta última perspectiva hace referencia indirecta el Consejo General del 
Notariado a través de una comunicación24 en la que recomienda la suspensión del 
procedimiento en caso de que se acredite, la admisión a trámite de demanda de 
impugnación por abusividad de alguna cláusula, o de solicitud de medidas cautelares de 
suspensión. En este comunicado se presenta un Órgano de control de Cláusulas abusivas 
con el fin de prevenir la inclusión de estas cláusulas en los contratos entre empresarios o 
profesionales y consumidores. 
Como principal novedad cabe destacar la suspensión del proceso de venta 
extrajudicial en el caso de que alguna de las partes acredite que se ha planteado ante el 
órgano judicial competente, conforme al 684 LEC25, la solicitud de nulidad de una 
determinada cláusula abusiva, porque ley recoge expresamente que la cuestión del 
carácter abusivo se tramitará por los cauces y efectos del artículo 695.1 de la LEC26, 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
24 Comunicación de 13 de junio de 2013 del Consejo General del Notariado  
25 Artículo 684 LEC Competencia 1. Para conocer de los procedimientos a que se refiere el presente 
capítulo será competente: 1.º Si los bienes hipotecados fueren inmuebles, el Juzgado de Primera Instancia 
del lugar en que radique la finca y si ésta radicare en más de un partido judicial, lo mismo que si fueren 
varias y radicaren en diferentes partidos, el Juzgado de Primera Instancia de cualquiera de ellos, a 
elección del demandante, sin que sean aplicables en este caso las normas sobre sumisión expresa o tácita 
contenidas en la presente Ley. 2.º Si los bienes hipotecados fueren buques, el Juzgado de Primera 
Instancia al que se hubieran sometido las partes en el título constitutivo de la hipoteca y, en su defecto, el 
Juzgado del lugar en que se hubiere constituido la hipoteca, el del puerto en que se encuentre el buque 
hipotecado, el del domicilio del demandado o el del lugar en que radique el Registro en que fue inscrita la 
hipoteca, a elección del actor. 3.º Si los bienes hipotecados fueren muebles, el Juzgado de Primera 
Instancia al que las partes se hubieran sometido en la escritura de constitución de hipoteca y, en su 
defecto, el del partido judicial donde ésta hubiere sido inscrita. Si fueren varios los bienes hipotecados e 
inscritos en diversos Registros, será competente el Juzgado de Primera Instancia de cualquiera de los 
partidos judiciales correspondientes, a elección del demandante. 4.º Si se tratase de bienes pignorados, el 
Juzgado de Primera Instancia al que las partes se hubieren sometido en la escritura o póliza de 
constitución de la garantía y, en su defecto, el del lugar en que los bienes se hallen, estén almacenados o 
se entiendan depositados. 2. El tribunal examinará de oficio su propia competencia territorial. 
26 Artículo 695 LEC Oposición a la ejecución 1. En los procedimientos a que se refiere este Capítulo sólo 
se admitirá la oposición del ejecutado cuando se funde en las siguientes causas: 1.ª Extinción de la 
garantía o de la obligación garantizada, siempre que se presente certificación del Registro expresiva de la 
cancelación de la hipoteca o, en su caso, de la prenda sin desplazamiento, o escritura pública de carta de 
pago o de cancelación de la garantía. 2.ª Error en la determinación de la cantidad exigible, cuando la 
deuda garantizada sea el saldo que arroje el cierre de una cuenta entre ejecutante y ejecutado. El ejecutado 
deberá acompañar su ejemplar de la libreta en la que consten los asientos de la cuenta y sólo se admitirá la 
oposición cuando el saldo que arroje dicha libreta sea distinto del que resulte de la presentada por el 
ejecutante. No será necesario acompañar libreta cuando el procedimiento se refiera al saldo resultante del 
cierre de cuentas corrientes u operaciones similares derivadas de contratos mercantiles otorgados por 
entidades de crédito, ahorro o financiación en los que se hubiere convenido que la cantidad exigible en 
caso de ejecución será la especificada en certificación expedida por la entidad acreedora, pero el ejecutado 
deberá expresar con la debida precisión los puntos en que discrepe de la liquidación efectuada por la 
entidad. 3.ª En caso de ejecución de bienes muebles hipotecados o sobre los que se haya constituido 
prenda sin desplazamiento, la sujeción de dichos bienes a otra prenda, hipoteca mobiliaria o inmobiliaria 
o embargo inscritos con anterioridad al gravamen que motive el procedimiento, lo que habrá de 
acreditarse mediante la correspondiente certificación registral. 4.ª El carácter abusivo de una cláusula 
contractual que constituya el fundamento de la ejecución o que hubiese determinado la cantidad exigible. 
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esto es, de la oposición a la ejecución hipotecaria, por lo que sus efectos se ceñirían a 
los de la propia ejecución o, en este caso, venta extrajudicial. 
 
• Exigencia de “expresión manuscrita” en las escrituras de hipoteca. 
Para el caso en el que se pacte una cláusula de las que se entienden como abusivas 
en una escritura publica, el artículo. 6 de esta ley dice, “se exigirá que la escritura 
pública incluya, junto a la firma del cliente, una expresión manuscrita, en los términos 
que determine el Banco de España, por la que el prestatario manifieste que ha sido 
adecuadamente advertido de los posibles riesgos derivados del contrato.” 
Esta exigencia se aplica a los contratos que se suscriban con un prestatario 
persona física (es decir, quedan excluidas las personas jurídicas, aunque éstas pudieran 
tener la condición de consumidoras, según la normativa general)27, y a los grupos de 
contratos, en los que la hipoteca recaiga sobre una vivienda o cuya finalidad sea adquirir 
o conservar derechos de propiedad sobre terrenos o edificios construidos o por 
construir, y a aquellos contratos en los que concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:  
a) que se estipulen limitaciones a la variabilidad del tipo de interés, del tipo de las 
cláusulas suelo y techo, en los cuales el límite de variabilidad a la baja sea inferior al 
límite de variabilidad al alza;  
b) que lleven asociada la contratación de un instrumento de cobertura del riesgo 
de tipo de interés, o bien;  
c) que se concedan en una o varias divisas.  
Estos términos han sido incluidos en la guía publicada en la página web del Banco 
de España el 16 de julio de 2013, “Guía de acceso al préstamo hipotecario”, como un 
anejo IX “Expresión manuscrita de advertencia de los riesgos del contrato”, en el que se 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
27 Cabe recordar que el artículo 3 de la LGDCU ofrece como concepto general de consumidor y de 
usuario el siguiente: “A efectos de esta norma y sin perjuicio de lo dispuesto expresamente en sus libros 
tercero y cuarto, son consumidores o usuarios las personas físicas o jurídicas que actúan en un ámbito 
ajeno a una actividad empresarial o profesional”.  
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indica, “Como capítulo aparte y cuestión a la que ya nos hemos referido en esta guía, 
del artículo 6 de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección 
a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social, surge la 
obligación del notario de recabar del prestatario, en el momento de la escritura, una 
expresión manuscrita suya por la que manifiesta haber sido advertido de los riesgos 
derivados del contrato, si este incorpora cláusulas suelo y techo; si lleva asociada la 
contratación de instrumentos de cobertura del riesgo de tipos de interés, o si se 
concede en una o varias divisas. A continuación transcribimos el texto determinado al 
respecto por el Banco de España conforme al mandato dictado por el precepto citado: 
Soy conocedor de que mi préstamo hipotecario: 
(i) establece limitaciones [indicar cuál/es: suelos y/o techos] a la variabilidad del 
tipo de interés; 
(ii) lleva asociada la contratación de un instrumento de cobertura del riesgo de 
tipo de interés [indicar cuál], y  
(iii) está concedido en la/s siguiente/s divisa/s [indicar cuál/es]. 
Además, he sido advertido por la entidad prestamista y por el notario actuante, 
cada uno dentro de su ámbito de actuación, de los posibles riesgos del contrato y, en 
particular, de que:  
a) el tipo de interés de mi préstamo, a pesar de ser variable, nunca se beneficiará 
de descensos del tipo de interés de referencia por debajo del [límite mínimo del tipo de 
interés variable limitado]; 
b) las eventuales liquidaciones periódicas asociadas al instrumento de cobertura 
del préstamo pueden ser negativas, y  
c) mi préstamo no se expresa en euros y, por lo tanto, el importe en euros que 
necesitaré para pagar cada cuota variará en función del tipo de cambio de [moneda del 
préstamo/euro]. 
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Esta firma manuscrita servirá, según la disposición, para que el prestatario 




• Intereses de demora.  
Para las hipotecas constituidas sobre vivienda habitual, se limitarán los intereses 
de demora que pueden exigir las entidades de crédito a tres veces el interés legal del 
dinero, se prohíbe expresamente la capitalización de estos intereses para que el principal 
deje de devengar interés y para el caso de que el resultado de la ejecución fuera 
insuficiente para cubrir toda la deuda garantizada, se establece que, dicho resultado se 
aplicará en último lugar a los intereses de demora.  
Por su parte, del análisis de la disposición transitoria segunda28 de esta podemos 
diferenciar dos  situaciones: 
1. Las hipotecas que se constituyan a partir de la entrada en vigor de la Ley 
1/2013: los jueces no gozan de la facultad de integración o moderación de la 
estipulación de los intereses moratorios hasta el límite legal sino que deberán 
considerarlas nulas de pleno derecho por ser contrarias a una norma imperativa. 
2. Las hipotecas ya inscritas que tuvieren pactado un interés moratorio superior al 
nuevo límite legal: esta limitación operaría “ex lege” respecto de todos aquellos 
intereses moratorios que no hubieren sido satisfechos, pero discutiéndose 
doctrinalmente acerca del contenido de los efectos de esta aplicación retroactiva. El 
efecto de esta disposición transitoria consiste en facultar a los jueces para moderar la 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
28 La disposición transitoria segunda de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, establece que la limitación de los 
intereses de demora de hipotecas constituidas sobre vivienda habitual será de aplicación a las hipotecas 
constituidas con posterioridad al 15 de mayo de 2013, fecha de entrada en vigor de la citada Ley. 
Asimismo, dicha limitación será de aplicación a los intereses de demora previstos en los préstamos con 
garantía de hipoteca sobre vivienda habitual, constituidos antes de la fecha indicada, que se devenguen 
con posterioridad a la misma, así como a los que habiéndose devengado en dicha fecha no hubieran sido 
satisfechos. En los procedimientos de ejecución o venta extrajudicial iniciados y no concluidos, y en los 
que se haya fijado ya la cantidad por la que se solicita que se despache ejecución o la venta extrajudicial, 
el Secretario judicial o el Notario dará al ejecutante un plazo de 10 días para que recalcule aquella 
cantidad. 
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cláusula de intereses moratorios hasta el límite legal del artículo. 114.3 de la LH29 en 
caso que ésta hubiere incurrido en abusividad en atención a su manifiesta 
desproporción, y ello es así porque el legislador español ha entendido que al no existir 
con anterioridad un límite legal para los intereses moratorios en los préstamos 
hipotecarios, la sanción de la nulidad absoluta es excesiva. 
La sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea  de fecha 14 de marzo 
de 2013 en referencia a los intereses moratorios en los préstamos hipotecarios y a su 
carácter abusivo o no en el supuesto concreto que la motiva, señala que “…no es 
función de ese tribunal entrar a valorar si determinadas cláusulas de los contratos son 
o no abusivas…..” y remite a los jueces nacionales la competencia y la obligación de 
realizar de oficio esa valoración, a través de la apreciación de si la cláusula supone un 
desequilibrio contractual importante en perjuicio del consumidor que vulnere el artículo 
3.3 de la Directiva de la Unión Europea 13/93 sobre cláusulas abusivas en contratos con 
consumidores, que considera como tales las cláusulas que impongan una indemnización 
desproporcionada a éstos para el caso de que incumplan sus obligaciones. 
Este mismo concepto de desproporción viene recogido en el artículo 85.6 del 
TRLDCU española como razón suficiente para calificar las cláusulas indemnizatorias 
como abusivas, pero sin fijar un concreto criterio objetivo, criterio que sí viene recogido 
en el artículo. 1108 del Código Civil por el cual, si la obligación consistiere en el pago 
de una cantidad de dinero, a falta de pacto, señala como indemnización el interés legal 
del dinero, si bien, conforme al artículo 576 de la LEC, a partir del despacho de 
ejecución, el interés de demora será el interés legal del dinero más dos puntos. Pero 
existen otros muchos tipos de intereses moratorios como el que publica anualmente la 
Secretaría General del Tesoro y Política Financiera aplicable a las operaciones 
comerciales que es actualmente del 8,50%, el interés moratorio a efectos tributarios del 
artículo 26 de la LGT que es actualmente del 5%, el interés moratorio en caso de 
impago de letras de cambio o cheques de los artículos 58 y 149 de la LCCH que es 
actualmente del 6%, el recogido en la Ley16/2011 de Crédito al Consumo que 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
29 artículo 114.3 LH Los intereses de demora de préstamos o créditos para la adquisición de vivienda 
habitual, garantizados con hipotecas constituidas sobre la misma vivienda, no podrán ser superiores a 
tres veces el interés legal del dinero y sólo podrán devengarse sobre el principal pendiente de pago. 
Dichos intereses de demora no podrán ser capitalizados en ningún caso, salvo en el supuesto previsto en 
el artículo 579.2.a) de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
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determina como inaceptable la imposición de un interés de demora que sea superior a 
2,5 veces el interés legal del dinero, o finalmente, el previsto en el artículo 4 del RD-L 
6/2012 de medidas urgentes de protección de los deudores hipotecarios sin recursos que 
limita los intereses moratorios al tipo resultante de sumar a los intereses remuneratorios 
pactados un 2 por ciento más. 
Esta diversidad de límites de los intereses moratorios, que debería ser unificada, 
planteaba una grave inseguridad jurídica ante la aplicación por los jueces nacionales de 
las consecuencias derivadas de la citada sentencia del TJUE por lo que el legislador se 
ha apresurado a incorporarlas normativamente al ámbito de los préstamos hipotecarios 
que sirvan para financiar la adquisición de la vivienda habitual, que era el supuesto 
juzgado, fijando, en lo que ahora nos interesa, un máximo específico y propio de interés 
moratorio equivalente a tres veces el interés legal del dinero, que es el límite al que debe 
circunscribirse la calificación registral, prescindiendo de los restantes límites legales 
citados.  
La STJUE de 14 de junio de 2012, dispone, por otro lado, que “las cláusulas 
contractuales abusivas no vinculan al consumidor sin que, a este respecto, sea 
necesario que haya impugnado con éxito tal cláusula ante los tribunales” y “la 
obligatoriedad de los funcionarios públicos de entrar a calificar el carácter abusivo de 
cláusulas contractuales en el ejercicio de sus funciones”; y por otro lado, que “los 
jueces nacionales están obligados únicamente a dejar sin aplicación la cláusula 
contractual abusiva, a fin de que ésta no produzca efectos vinculantes para el 
consumidor, sin estar facultados para modificar el contenido de la misma”, de modo 
que el contrato “subsistirá, en principio, sin otra modificación que la resultante de la 
supresión de las cláusulas abusivas si éste puede subsistir sin las mismas”. 
Con la finalidad de evitar que por el impago puntual de algunas cuotas del 
préstamo o de sus intereses ordinarios la deuda crezca desproporcionadamente, la 
reforma legal no admite la capitalización por intereses moratorios, por lo que la cláusula 
que los contenga debe ser anulada.  
En cuanto al tenor del último inciso del artículo 114.3 de la LH: “Dichos intereses 
de demora no podrán ser capitalizados en ningún caso, salvo en el supuesto previsto en 
el artículo 579.2.a) de la Ley de Enjuiciamiento Civil”, entendemos que se refiere al 
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supuesto de ejecución de la finca hipotecada sin que el remate sea suficiente para pagar 
toda la deuda, en que la deuda pendiente generará únicamente un interés moratorio 
equivalente al interés legal del dinero pero capitalizable. 
El Juez del Juzgado de Primera Instancia nº 2 de Marchena, Sevilla, ha planteado 
al TJUE la cuestión prejudicial de si la disposición transitoria segunda de la Ley 1/2013 
no sería sino “una limitación clara de la tutela del consumidor por cuanto supone 
formal y materialmente una clara obstaculización al consumidor para el ejercicio de 
acciones o recursos judiciales que garanticen una tutela efectiva de sus derechos así 
como para el control de oficio de cláusulas abusivas por el órgano jurisdiccional, al 
parecer imponer una suerte de moderación obligatoria de aquellas cláusulas de 
intereses moratorios que hayan incurrido en abusividad”. 
Tras la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 14 de marzo se 
concede la facultad, y el deber, al juez de analizar de oficio o a instancia de parte, el 
carácter abusivo de las cláusulas incorporadas en el título ejecutivo. Esto ha dado lugar 
a numerosos acuerdos de jueces que tratan de unificar criterios para determinar qué 
debemos entender por cláusulas abusivas y, más concretamente, qué tipo de interés 
moratorio merece tal calificación. Así, a título de ejemplo: 
• Junta de Jueces de Primera Instancia de Barcelona (4-4-2013) Abusivos son “los 
que superen 2,5 veces el interés legal, salvo en aquellos casos en los que el interés 
remuneratorio pactado fuere superior al antes indicado, en cuyo caso el de demora no 
podrá superarlo en más de dos puntos. Ello siempre que se trate de un consumidor”. 
• Junta de Jueces de Denia (22-4-2013) Abusivos son “los superiores a 2,5 veces 
el interés legal, al tiempo de celebración del contrato, siempre que se trate de un 
consumidor”. 
• Junta Sectorial de Jueces de Primera Instancia de Elche (19-4-2013) Abusivos 
son “los superiores a tres veces el interés legal, a fecha del contrato, y siempre que se 
trate de vivienda habitual”. 
• Junta Sectorial de Jueces de Primera Instancia de Santiago de Compostela (5-4-
2013) Abusivos son “los que superen tres veces el interés legal, a fecha del contrato, 
siempre que se trate de un consumidor”. 
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• Junta Sectorial de Jueces de Primera Instancia de Toledo (16-4-2013) Abusivos 
son “los superiores a 2,5 veces el interés legal, a fecha del contrato, siempre que se 
trate de un consumidor”. 
• Junta Sectorial de Jueces de Primera Instancia de Murcia (26-4-2013) Abusivos 
son “los superiores a tres veces el interés legal, a fecha del contrato, siempre que se 
trate de un consumidor”. 
 
 
• Cláusulas Abusivas. 
La Ley 1/2013 reforma la Ley de Enjuiciamiento Civil, con el propósito de 
adaptar la normativa reguladora de los procesos ejecutivos en España a las exigencias 
derivadas del Derecho comunitario, recogidas en el pronunciamiento del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea en la Sentencia de 14 de marzo de 2013, en el asunto 
Mohamed Aziz vs. Caixa d´Estalvis de Catalunya, Tarragona, que declaraba que la 
normativa hipotecaria procesal española era contraria a la Directiva 93/13/CEE, sobre 
cláusulas abusivas. 
Esta sentencia del Tribunal de Justicia de la unión Europea, en lo que ahora nos 
interesa, a la cuestión planteada relativa a la posible vulneración de la normativa 
comunitaria del proceso ejecutivo hipotecario español, ante la imposibilidad de alegar la 
abusividad de cláusulas del préstamo en el proceso ejecutivo, así como la ausencia de 
previsión de que dicha abusividad no pueda ser apreciada de oficio por el juez de la 
ejecución, declaraba el carácter contrario a Derecho Comunitario de la regulación 
procesal en la materia hasta la reforma de esta Ley 1/2013, ya que impedía al juez que 
es competente para declarar abusiva una cláusula inserta en un contrato de préstamo 
hipotecario suspender el procedimiento de ejecución hipotecaria iniciado por otra vía. 
Con la reforma, tanto en la ejecución judicial como en la extrajudicial, se puede 
suspender la venta o la subasta o se puede realizar sin la aplicación de las cláusulas 
abusivas en el contrato de préstamo hipotecario. Además, de oficio o a instancia de 
parte, el órgano judicial competente puede apreciar la existencia de cláusulas abusivas 
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en el título ejecutivo y, como consecuencia, decretar la improcedencia de la ejecución o, 
en su caso, su continuación sin aplicación de aquéllas consideradas abusivas.  
La Ley 1/2013 incorpora una Disposición Transitoria cuarta, en cuyo apartado 
segundo se concede un plazo preclusivo de un mes a la parte ejecutada, en todos 
aquellos procedimientos en que se hubiera iniciado o finalizado el periodo de oposición, 
siempre y cuando no se haya procedido aún a la toma de posesión, a contar desde el día 
siguiente a la entrada en vigor de la norma, finalizando por tanto el 16 de junio de 2013, 
para formular oposición a la ejecución, únicamente por la concurrencia de cláusulas 
abusivas. 
Esta Ley 1/2013, en sus artículos 7.1, 7.2, 7.3 y 7.14 modifica los artículos 552.1, 
557.1.7, 561.1.3 y 695 de la LEC, y establece un régimen procesal transitorio en las 
Disposiciones transitorias primera y cuarta, e introduce en el proceso de ejecución 
hipotecaria dos “momentos procesales distintos” para apreciar la abusividad de una 
cláusula: el primero, al tiempo de admitirse la demanda ejecutiva o despacharse la 
ejecución, de oficio, y por otro lado, el segundo, despachada la ejecución, con ocasión 
de la oposición del deudor ejecutado, al incorporarse a la LEC una nueva causa de 
oposición de la ejecución hipotecaria. 
El artículo 7.1 de la Ley 1/2013 reformó el apartado 1 del artículo 552 de la LEC 
en el sentido de permitir al Tribunal la apreciación de oficio de la abusividad en el 
trámite del despacho de la ejecución previa audiencia de las partes. En este sentido, la 
redacción original procedente de la Ley 1/2013, establecía un plazo de 5 días y otro de 5 
para resolver, pero fue modificado semanas después por la Ley 8/2013, de modo que su 
actual y vigente redacción es la siguiente: “Cuando el tribunal apreciare que alguna de 
las cláusulas incluidas en un título ejecutivo de los citados en el artículo 557.1 pueda 
ser calificada como abusiva, dará audiencia por quince días a las partes. Oídas éstas, 
acordará lo procedente en el plazo de cinco días hábiles conforme a lo previsto en el 
artículo 561.1.3.ª.” 
Con esta previsión en legislador español pretende satisfacer una de las principales 
exigencias del TJUE: articular mecanismos procesales ciertos para que el órgano 
judicial pueda apreciar de oficio la abusividad de una cláusula contractual no sólo en el 
proceso declarativo, sino sobre todo en la ejecución hipotecaria. 
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Los artículos 7.2 y 7.14 introducen la posibilidad de que el deudor hipotecario se 
oponga a la ejecución despachada alegando la abusividad de alguna de las cláusulas del 
título ejecutivo. Se reforman los artículos 557.1 de la LEC, añadiendo una séptima 
causa de oposición, y el artículo 695 de la LEC añadiendo también una nueva causa de 
oposición en el caso de las ejecuciones de bienes hipotecados, “El carácter abusivo de 
una cláusula contractual que constituya el fundamento de la ejecución o que hubiese 
determinado la cantidad exigible.” Teniendo en cuenta que, la abusividad ha de 
referirse a la cláusula contractual que constituya el fundamento de la ejecución, importe 
del préstamo, o que hubiese determinado la cantidad exigible, intereses de demora.  
El artículo 7.3 de la Ley 1/2013 dispone que “Cuando se apreciase el carácter 
abusivo de una o varias cláusulas, el auto que se dicte determinará las consecuencias 
de tal carácter, decretando bien la improcedencia de la ejecución, bien despachando la 
misma sin aplicación de aquéllas consideradas abusivas” Esto implica que, en relación 
con la ejecución hipotecaria la oposición por abusividad será considerada como una 
excepción de pluspetición que podrá impedir que se despache la ejecución, en su caso, 
pero podrá dar lugar también a que la ejecución continúe por el importe no abusivo de 
la ejecución impetrada. 
En caso de que se estime que determinadas cláusulas merecen ser calificadas 
como abusivas, la resolución que así lo declare determinará, según el caso, la 
improcedencia de la ejecución o la no aplicación de dichas cláusulas. A tal efecto se 
modifican los artículos 561 y 695 de la LEC, siendo más clara la mención que se 
incluye en este último, al referir a que «se acordará el sobreseimiento de la ejecución 
cuando la cláusula contractual fundamente la ejecución. En otro caso, se continuará la 
ejecución con la inaplicación de la cláusula abusiva». De esta forma, si se declarase 
nula la cláusula de vencimiento anticipado, por ejemplo, la ejecución resultaría 
improcedente, pero no así si se declarase la nulidad de una estipulación relativa al tipo 
de interés aplicable. 
• Quita y Plusvalía 
Se establece la posibilidad de que si tras la ejecución hipotecaria de una vivienda 
habitual aún quedara deuda por pagar, durante el procedimiento de ejecución dineraria 
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posterior se podrá condonar parte del pago de la deuda remanente, siempre que se 
cumpla con ciertas obligaciones de pago.  
Se modifica el artículo 579.2 de la LEC con el fin de garantizar que el 
procedimiento de ejecución hipotecaria se realice de manera que los intereses del 
deudor hipotecario se vean protegidos, por ello, si tras la ejecución hipotecaria de una 
vivienda habitual, aún quedara deuda por pagar, durante el procedimiento de ejecución 
dineraria posterior30, se puede condonar parte de la deuda remanente. También  se 
permite que el deudor que participe de la eventual futura revalorización de la vivienda 
que ha sido ejecutada. Siempre en el supuesto de hecho consiste en la adjudicación por 
parte del acreedor de la vivienda habitual hipotecada, siempre que el remate aprobado 
fuera insuficiente para lograr el completo pago del crédito del ejecutante. En este 
supuesto, la ejecución no se suspenderá por la cantidad que reste, pero habrá de 
ajustarse a las siguientes especialidades: 
Liberación del deudor, el acreedor tiene la posibilidad de presentar la demanda 
del artículo 579.1 LEC, si no hubiese cobrado su deuda en su integridad, pero si durante 
los cinco o los diez años siguientes a la adjudicación de la vivienda, tendrá que soportar 
una quita del 35% o del 20% de la cantidad total que aún quede pendiente. 
  
a. En principio, el acreedor puede reclamar la totalidad de lo que se le deba, 
cuando el ejecutado, en el plazo de cinco años desde la fecha del decreto de aprobación 
del remate o adjudicación, no cubra el 65% de la cantidad total que hasta entonces 
quedara pendiente, incrementada en el interés legal del dinero hasta el momento del 
pago. 
b. Si, por el contrario, en este plazo de cinco años, satisface el 65% de la 
deuda, el deudor quedará liberado de su responsabilidad íntegra. 
c. De la misma manera, quedará liberado el deudor de su obligación, si no 
pudiendo satisfacer el 65% dentro del plazo de cinco años, satisficiera el 80% dentro de 
los diez años siguientes. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
30 dicha ejecución por el resto de deuda tras perder el inmueble pero sin satisfacer la deuda en su 
integridad, estaba y sigue estando prevista en el núm. 1 del artículo 579 LEC, el cual no ha sido 
modificado 
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Cobro del remanente, Se prevé también en este artículo que si antes de trascurrir 
los cinco o los diez años, se produce una ejecución dineraria que exceda del importe por 
el que el deudor pudiera quedar liberado, según las reglas que hemos expuesto, se 
pondrá a su disposición ese remanente obtenido. 
Participación en las plusvalías, en el supuesto de que se hubiera aprobado el 
remate o la adjudicación a favor del ejecutante o cualquier sociedad de su grupo, si en el 
plazo de diez años se procediera a la enajenación de la vivienda, la deuda que aún le 
quede por pagar al ejecutado en el momento de la enajenación, se verá reducida en un 




• Vencimiento anticipado 
Se modifica el artículo 693 de la LEC de tal modo que la facultad de vencimiento 
anticipado quede circunscrita a aquellos supuestos en que venzan tres plazos mensuales, 
o un número de cuotas tal que suponga que el deudor ha incumplido su obligación por 
un plazo al menos equivalente a tres meses. 
A la vista de la nueva reforma, podría interpretarse que el pacto de vencimiento 
anticipado que permita el mismo por el incumplimiento de una única cuota, se debiera 
reputar como cláusula abusiva y fundamentar una causa de oposición en tal sentido. 
Sobre esta base debemos plantearnos qué sucede con aquellos préstamos que por ser 
anteriores a la reforma, permiten que el vencimiento anticipado se practique con el 
impago de una única cuota (lo que figura en la inmensa mayoría de los préstamos 
hipotecarios vigentes en la actualidad). Si predicamos la nulidad de tales cláusulas, ello 
conllevaría que las mismas se tuvieran por no puestas y, en consecuencia, que las 
operaciones no pudieran darse por vencidas anticipadamente pese al impago sistemático 
de las cuotas. 
La solución nos la da el CGPJ31, al proclamar que «en cuanto a las cláusulas de 
vencimiento anticipado, el posible carácter abusivo de la cláusula en abstracto no 
generará por sí la nulidad de dicha cláusula sino que deberá valorarse según las 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
31 conclusión 7.ª de la Jornada sobre las repercusiones de la doctrina del TJUE en materia de cláusulas 
abusivas en los procedimientos de ejecución hipotecaria, celebrada el 8 de mayo de 2013 
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circunstancias del caso. en concreto, aunque se prevea el vencimiento anticipado por 
un único incumplimiento, si la reclamación se interpone cuando se haya producido el 
incumplimiento en los términos previstos en el artículo 693 LEC según el texto de la 
proposición de ley, no se apreciará el carácter abusivo de la cláusula». 
 
• Sociedades de tasación 
Se modifica la Ley de Regulación del Mercado Hipotecario a fin de establecer un 
mayor control sobre las sociedades de tasación de las que se sirvan las entidades de 
crédito, con el objeto de garantizar su independencia profesional. Así, por ejemplo, cabe 
destacar que  pasa a ser considerada como participación significativa en una sociedad de 
tasación, la que alcance, de forma directa o indirecta, al menos el 10% del capital o de 
los derechos de voto de la sociedad; además se introduce un artículo 3 bis I, por el cual 
las entidades de crédito quedan obligadas a aceptar cualquier tasación de un bien 
aportada por el cliente, siempre que sea certificada por un tasador homologado de 
conformidad con lo previsto en la presente Ley y no esté caducada. Si la entidad de 
crédito considera pertinente realizar comprobaciones adicionales éstas correrán a su 
cargo. 
Las medidas adoptadas por la nueva ley se cierran con un mandato al Banco de 
España, contenido en la Disposición Adicional Segunda, para que en el plazo de tres 
meses remita al Gobierno un informe con las medidas oportunas que convenga adoptar 
para fortalecer la independencia de las sociedades de tasación. 
• Límite de las costas procesales 
El nuevo artículo 575 de la LEC que determina la cantidad por la que debe 
procederse al despacho de ejecución, limita las costas exigibles al deudor hipotecado, en 
caso de ejecución de su vivienda habitual, hasta un máximo del 5 % de la cuantía que 
constituye el principal de la demanda. 
• Subasta.  
Las entidades financieras, para aumentar sus carteras, facilitaron de modo 
temerario la concesión del créditos aumentando el valor del inmueble que da la sociedad 
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de tasación32. Mientras la morosidad hipotecaria era muy pequeña y había muy pocas 
ejecuciones no se planteaban problemas, pero con la caída de los precios de las fincas y 
el incremento brutal de las ejecuciones hipotecarias se pone de manifiesto los errores 
del sistema y se obliga a tomar una serie de medidas legislativas que atañen a la subasta 
y a los tipos de subasta.  
En esta ley se toman muchas medidas relativas a la tasación de las fincas. Unas 
para garantizar la independencia de las sociedades de tasación y otras que afectan 
directamente al valor de subasta, entre otros se modifica el artículo 129 LH y el 682 
LEC. 
En el artículo 129 de la LH se establece que, “La acción hipotecaria podrá 
ejercitarse: A) Directamente sobre los bienes hipotecados sujetando su ejercicio a lo 
dispuesto en el Título IV del Libro III de la LEC, con las especialidades que se 
establecen en su Capítulo V...”. En el artículo 682 LEC se dice que, “Cuando se 
persigan bienes hipotecados las disposiciones del presente Capítulo se aplicaran 
siempre que… se cumplan los requisitos siguientes... Que en la escritura de 
constitución de hipoteca se determine el precio en que los interesados tasan la finca  o 
bien hipotecado, que no podrá ser inferior, en ningún caso, al 75% del valor señalado 
en la tasación realizada conforme las disposiciones de la ley 2/1981de regulación del 
mercado Hipotecario... El Registrador hará constar en la inscripción de la hipoteca las 
circunstancias a que se refiere el apartado anterior.” 
Con esta Ley se disminuye el aval necesario para pujar del 20 al 5 % del valor de 
tasación de los bienes y se da 40, en lugar de 20 días, de plazo para que el rematante de 
una subasta consigne el precio de la adjudicación. Además el valor de tasación no podrá 
ser inferior al 75 % del valor de tasación que sirvió para conceder el préstamo. Y para el 
caso, muy habitual, de que la subasta concluyera sin postor alguno, se incrementan los 
porcentajes de adjudicación del bien, del 60% hasta un máximo del 70%, siempre para 
los supuestos de vivienda habitual. 
El anuncio de subasta, en su nueva redacción del artículo 668 de la LEC, exige 
ahora de manera expresa que contenga además de los datos de identificación de la finca: 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
32 se regulan las sociedades de tasación en el artículo 4 de esta ley 1/2013, para evitar que las entidades de 
crédito tengan una vinculación con éstas. 
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los datos registrales, la referencia catastral y la situación posesoria, que el anuncio se 
publique en el portal de subastas judiciales y electrónicas. 
Mediante reforma del artículo 691.2 de la LEC, se permite a cualquier interesado 
en el bien ejecutado solicitar del Juzgado (desde el anuncio de subasta, hasta que la 
misma acontezca) inspeccionar el inmueble hipotecado. El Juzgado lo pondrá en 
conocimiento del ejecutado o, del poseedor, y si éste colabora, podrá reducirse hasta en 
un 2 % del valor de adjudicación, la deuda reclamada. 
• Mandato al Gobierno  
Para que emprenda inmediatamente las medidas necesarias para impulsar, con el 
sector financiero, la constitución de un fondo social de viviendas destinadas a ofrecer 
cobertura a aquellas personas que hayan sido desalojadas de su vivienda habitual por el 
impago de un préstamo hipotecario. Este fondo debiera movilizar un amplio parque de 
viviendas, propiedad de las entidades de crédito, en beneficio de aquellas familias que 
sólo pueden acceder a una vivienda en caso de que las rentas se ajusten a la escasez de 
sus ingresos. 
 
III. LA PROCTECCION DEL DEUDOR HIPOTECARIO EN LA 
EJECUCIÓN HIPOTECARIA 
A. Jurisprudencia de la Unión Europea 
1. Directiva 93/13/CEE del Consejo de 5 de abril de 1993 sobre las cláusulas 
abusivas en los contratos celebrados con consumidores 
Esta directiva pretende de aproximar las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros sobre las cláusulas abusivas en los contratos 
celebrados entre profesionales y consumidores. Se centra básicamente en las cláusulas 
abusivas que las define como aquellas que no se hayan negociado individualmente, por 
haber sido redactadas previamente con lo cual el consumidor no ha podido influir sobre 
su contenido. Estas clausulas se considerarán abusivas si, pese a las exigencias de la 
buena fe, causan en detrimento del consumidor un desequilibrio importante entre los 
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derechos y obligaciones de las partes que se derivan del contrato. En caso de duda sobre 
el sentido de una cláusula, prevalecerá la interpretación más favorable para el 
consumidor.  
Por lo tanto, cuando exista una cláusula abusiva en un contrato, dice la directiva, 
que no vincularán al consumidor y el contrato seguirá teniendo carácter obligatorio para 
las partes en los mismos términos, si éste puede subsistir sin las cláusulas abusivas. 
La directiva obliga a los Estados miembros, para que el consumidor no se vea 
privado de esta protección, a adoptar las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas necesarias, a más tardar, el 31 de diciembre de 1994. Para el cese del 
uso de cláusulas abusivas en los contratos celebrados entre profesionales y 
consumidores se incluirán disposiciones que permitan a las personas, con arreglo a la 
legislación nacional, acudir según el derecho nacional a los órganos judiciales o 
administrativos competentes con el fin de que éstos determinen si ciertas cláusulas 
contractuales, redactadas con vistas a su utilización general, tienen carácter abusivo y 
apliquen los medios adecuados y eficaces para que cese la aplicación de dichas 
cláusulas. 
 
2. Conclusiones del Abogado General del TJUE. Sra. Juliane Kokott; Asunto 
C-415/11, 8 de noviembre de 2012 
Confirma las dudas suscitadas por el Juez nacional al concluir que las 
posibilidades de oposición frente a la ejecución se encuentran restringidas,  y esto es 
incompatible con la Directiva 93/13 cuando el consumidor, ni en el propio 
procedimiento ejecutivo, ni en un procedimiento judicial separado, puede obtener una 
tutela jurídica efectiva para ejercitar los derechos reconocidos en dicha Directiva, por 
ejemplo mediante una resolución judicial que suspenda provisionalmente la ejecución 
forzosa. 
Asimismo, la Abogado General propone al Tribunal que resuelva confirmando 
que corresponde al órgano jurisdiccional nacional apreciar con arreglo al artículo 3 
apartados 1 y 3 de la Directiva 93/13 el carácter abusivo de las condiciones generales de 
los contratos celebrados con consumidores. En concreto, en el caso de la estipulación 
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por la que el acreedor puede dar por vencido anticipadamente un crédito inmobiliario, el 
órgano jurisdiccional debe examinar, en qué medida la cláusula se aparta de la 
normativa legal que a falta de pacto sería aplicable, si lo estipulado en la cláusula 
responde a una razón objetiva y si el consumidor, a pesar de la alteración del equilibrio 
contractual a favor de quien ejercita la cláusula, no queda desprotegido con respecto al 
contenido normativo de la cláusula en cuestión. 
En el caso de la cláusula de los intereses de demora, el órgano jurisdiccional debe 
examinar en qué medida el tipo de interés se aparta del interés legal que a falta de pacto 
sería aplicable y si no está en proporción con el objetivo del interés de demora. Por 
último, en cuanto a la determinación unilateral de la deuda, la Abogada General 
concluye que se debe tener en cuenta las consecuencias en el derecho procesal nacional. 
 
3.Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 14 de Junio 
2012. 
 Tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada por la Audiencia 
Provincial de Barcelona en procedimiento entre Banco Español de Crédito, S.A. y J. C. 
C. 
  Las cláusulas abusivas, estipulaciones del contrato no negociadas por las partes 
que causan un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones que se deriven 
del contrato en perjuicio del consumidor y usuario, pueden ser declaradas nulas por la 
atribución que le da al juez el artículo 83 del Texto refundido de la Ley general para la 
defensa de consumidores y usuarios, que establece que estas cláusulas además de ser 
nulas se tendrán por no puestas. 
  En este procedimiento, lo que pasó es que el juez de Primera Instancia declaró de 
oficio en un procedimiento monitorio, la nulidad de la clausula relativa al interés de 
demora, que era del 29%, por considerarla abusiva,, y en su lugar fijó un interés del 
19%. 
La cuestión que se suscita aquí es si el juez puede examinar de oficio el carácter 
abusivo de una cláusula contenida en un contrato celebrado con un consumidor cuando 
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éste no haya formulado oposición. La normativa española controvertida son los 
artículos  812.1, 815.1 y 818.1 LEC  
 Recordemos que la protección de la Directiva 93/13 se basa en la situación de 
inferioridad del consumidor respecto al profesional por ello para restablecer la igualdad 
entre las partes, el artículo 6, apartado 1 prevé, con carácter imperativo, que las 
cláusulas abusivas no vincularán al consumidor, remplazando, mediante una 
intervención positiva ajena a las partes contractuales, el equilibrio formal que el 
contrato establece entre los derechos y obligaciones de las partes por un equilibrio real 
que pueda restablecer la igualdad entre éstas. 
  Por eso el Tribunal de Justicia nos dice que el juez nacional no tiene la facultad 
sino el deber de pronunciarse sobre el carácter abusivo de las cláusulas contenidas en 
los contratos celebrados con consumidores tan pronto como disponga de los elementos 
de hecho y de Derecho necesarios al efecto y, por tanto, no es posible supeditar el 
análisis de dichas cláusulas al hecho de que el consumidor plantee la oportuna oposición 
procesal. 
El TJUE nos dice que el procedimiento monitorio español puede menoscabar la 
efectividad de la protección al consumidor ante el riesgo de que éste no formule dentro 
de plazo la oportuna oposición, y que solo se centra en comprobar que concurren los 
requisitos formales para iniciar el procedimiento monitorio y dictar el correspondiente 
requerimiento de pago, sin que en principio pueda el juez entrar a valorar otras 
cuestiones salvo que el deudor formule oposición dentro de plazo.  
  En tales condiciones, procede declarar que la normativa española controvertida 
no resulta conforme con el principio de efectividad, en la medida en que hace imposible 
o excesivamente difícil, en los litigios iniciados a instancia de los profesionales y en los 
que los consumidores son parte demandada, aplicar la protección que la Directiva 93/13 
pretende conferir a estos últimos. 
 El artículo 6.1 de la Directiva 93/13 sobre las cláusulas abusivas en los contratos 
celebrados con consumidores dispone que "Los Estados miembros establecerán que no 
vincularán al consumidor, en las condiciones estipuladas por sus derechos 
nacionales, las cláusulas abusivas que figuren en un contrato celebrado entre éste y un 
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profesional y dispondrán que el contrato siga siendo obligatorio para las partes en los 
mismos términos, si éste puede subsistir sin las cláusulas abusivas".  
En este punto se nos plantea si una vez apreciada de oficio la nulidad de una 
cláusula abusiva, puede el juez modificar o moderar dicha cláusula.  
    Así pues, del tenor literal del artículo 6.1 resulta que los jueces nacionales están 
obligados únicamente a dejar sin aplicación la cláusula contractual abusiva, a fin de que 
ésta no produzca efectos vinculantes para el consumidor, sin estar facultados para 
modificar el contenido de la misma. 
  Si el juez nacional tuviera la facultad de modificar el contenido de las cláusulas 
abusivas que figuran en tales contratos, dicha facultad podría poner en peligro la 
consecución del objetivo a largo plazo previsto en el artículo 7 de la Directiva 93/13. 
  En efecto, la mencionada facultad contribuiría a eliminar el efecto disuasorio que 
ejerce sobre los profesionales el hecho de que, pura y simplemente, tales cláusulas 
abusivas no se apliquen frente a los consumidores, en la medida en que los 
profesionales podrían verse tentados a utilizar cláusulas abusivas al saber que, aun 
cuando llegara a declararse la nulidad de las mismas, el contrato podría ser integrado 
por el juez nacional en lo que fuera necesario, garantizando de este modo el interés de 
dichos profesionales. 
  La facultad de integración [en beneficio del predisponente] tampoco podría 
fundamentarse en el artículo 8 de la Directiva 93/13, que atribuye a los Estados 
miembros la posibilidad de adoptar o mantener, en el ámbito regulado por la Directiva, 
disposiciones más estrictas que sean compatibles con el Derecho de la Unión, siempre 
que se garantice al consumidor un mayor nivel de protección. 
  Así pues, de las precedentes consideraciones resulta que el artículo 6, apartado 1, 
de la Directiva 93/13 no puede entenderse en el sentido de que permite, en el supuesto 
de que el juez nacional constate la existencia de una cláusula abusiva en un contrato 
celebrado entre un profesional y un consumidor, que dicho juez modifique el contenido 
de la cláusula abusiva, en lugar de limitarse a dejarla sin aplicación frente al 
consumidor. 
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  Procede responder a la segunda cuestión prejudicial que el artículo 6, apartado 1, 
de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa 
de un Estado miembro, como el artículo 83 TRLGDCU, que atribuye al juez nacional, 
cuando éste declara la nulidad de una cláusula abusiva contenida en un contrato 
celebrado entre un profesional y un consumidor, la facultad de integrar dicho contrato 
modificando el contenido de la cláusula abusiva. 
 Por tanto, en el supuesto litigioso, el Juez de Primera Instancia podía y debía 
apreciar de oficio el carácter abusivo de la cláusula relativa al interés de demora, pero lo 
que no podía hacer es modificar o moderar dicha cláusula sino que había de limitarse a 
declarar su nulidad. 
La doctrina emanada de esta importante Sentencia del TJUE provocará que se 
destierre definitivamente la práctica judicial consistente en moderar las cláusulas 
abusivas en beneficio del predisponente. Las compañías que realicen contratación en 
masa deberán tener mucho cuidado en no incluir en sus contratos cláusulas que puedan 
considerarse abusivas, ante el riesgo de que éstas sean declaradas nulas y sin posibilidad 
de ser moderadas por el juez. 
 
4. Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 14 de marzo de 
2013, en el asunto Mohamed Aziz vs. Caixa d´Estalvis de Catalunya. 
Una de las principales reformas del ordenamiento jurídico español tendente a 
proteger la situación del deudor hipotecario, que se introduce en la ultima Ley de 
medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de la 
deuda y alquiler social de 14 de mayo de 2013, deriva como consecuencia de este 
conocido pronunciamiento del TJUE en la STJUE Aziz, en la que por su importancia a 
los efectos que nos ocupan nos detendremos para analizar las cláusulas contractuales 
abusivas, el pago como única opción de oposición y la litispendencia como fundamento 
de la suspensión del proceso de ejecución hipotecaria. 
La Sentencia citada recoge sustancialmente los fundamentos jurídicos vertidos por 
el Magistrado Fernandez Seijo en el Auto del Juzgado de lo mercantil nº 3 de 
Barcelona, analizado antes, de cuestión   prejudicial   elevada   al   Tribunal   europeo   
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y   en consecuencia,  confirma  que  el  sistema  español  no  se  adapta  a  las  
exigencias derivadas  de  la  Directiva  93/13/CEE  del  Consejo,  de  5  de  abril  de  
1993,  sobre cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores. Un 
sistema de ejecución hipotecaria que niegue la posibilidad de formular motivos de 
oposición basados  en  el  carácter  abusivo  de  una  cláusula  contractual  que  
constituye  el fundamento del título ejecutivo, vulnera las directrices de la norma 
comunitaria. 
También dice que el sistema español es desproporcionado porque no permite que 
en el posterior juicio declarativo ordinario se adopten medidas cautelares como la 
suspensión del proceso ejecutivo, se confirma, a juicio del TJUE, que el. 
No solamente cuestiona de manera principal, la limitación de los medios de 
oposición y la inocuidad desde el punto de vista de la protección de los derechos del 
consumidor del procedimiento declarativo ordinario del artículo 698 LEC, sino que 
apunta directamente a la esencia de los contratos de adhesión. La Directiva 93/13 afirma 
que las cláusulas   contractuales   que   no   se   hayan   negociado   individualmente   
se considerarán abusivas si, pese a las exigencias de la buena fe, causan en detrimento 
del consumidor un desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de las 
partes, por tanto, si consideráramos esta disposición en sus términos estrictos habría  
que  cuestionar  un  concepto  básico  en  toda  ejecución hipotecaria como es el de los 
contratos de adhesión.  
Con todo ello podemos concretar que la incompatibilidad de la normativa procesal 
española y del Derecho comunitario resulta, a juicio del TJUE, de la imposibilidad del 
juez nacional de controlar de oficio la naturaleza abusiva de las cláusulas incluidas en 
los préstamos hipotecarios, dado que entre las causas de oposición tasada en el proceso 
de ejecución hipotecaria no figuraba la abusividad de alguna de las cláusulas del 
préstamo, lo que impedía al juez del proceso declarativo adoptar una medida cautelar 
tendente a la suspensión del proceso de ejecución, lo que supone, en definitiva, una 
vulneración de la tutela judicial efectiva del deudor hipotecario. Se reitera, además (no 
constituye una novedad en la doctrina del TJUE), en el pronunciamiento, el deber 
inherente a la función jurisdiccional de controlar de oficio la existencia de cláusulas 
abusivas en el contrato de préstamo hipotecario, al amparo de lo dispuesto por el 
apartado 1 del artículo 6 de la Directiva 93/13/CEE. 
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Pues bien, a la vista de dicho pronunciamiento, el Gobierno español, introdujo en 
la Ley 1/2013, que analizamos a continuación, una reforma de la LEC, tendente a 
permitir la apreciación de oficio de la abusividad de las cláusulas de un préstamo 
hipotecario en el seno de la ejecución hipotecaria, así como a su alegación por las partes 
en dicho proceso.  
Esta Sentencia del TJUE produce efectos sobre las ejecuciones en curso aunque 
dice que sus efectos no deben extenderse a todos los procesos de ejecución hipotecaria 
con carácter general, pero era previsible que muchos Juzgados amparándose en la 
Sentencia europea suspendieran sin más los procesos ejecutivos en curso. 
Dicha suspensión no encuentra fundamento alguno en la legislación procesal 
vigente en ese momento y debe aplicarse en sus propios términos mientras no se 
produzcan modificaciones legales que así lo determinen. Sin embargo, muchos 
Juzgados en este asunto de indudable relevancia mediática optaron por asumir 
posiciones más cercanas a lo que entienden por Justicia social que por aplicar la letra 
estricta de la ley. Y en este sentido, se suspenden los procesos de ejecución hipotecaria 
con fundamento directo en la Sentencia europea de 14 de marzo de 2013 aludiendo a 
que el procedimiento no permite al consumidor articular debidamente sus intereses, 
dado que sus posibilidades de defensa han sido limitadas por la aplicación de la 
tramitación procesal establecida en los artículos 695 y 698 LEC1. 
Sirva como ejemplo,  el Auto de 21 de marzo  de 2013, del Juzgado  de Primera  
instancia  nº 3 de Arrecife que decreta la suspensión de la ejecución hipotecaria 
despachada y afirma que la expeditiva realización del derecho del acreedor sobre el bien 
hipotecado cede ante la protección del consumidor. El Auto se apoya esencialmente  en 
los fundamentos  jurídicos de la STJUE de 14 de marzo de 2013 y en otras anteriores  
de este mismo Tribunal  de 14 de junio de 2012 y de 26 de abril de 2012, las cuales 
imponen el control de oficio de las cláusulas abusivas o sospechosas de serlo.  
Igualmente, suspenden la ejecución hipotecaria en curso amparándose en la 
Sentencia del TJUE de 14 de marzo de 2013, el Auto de  15  de  marzo  de  2013 del  
Juzgado  de  Primera  Instancia  nº  13  de  Madrid,  (rec.1640/2012);  la providencia de 
22 de marzo de 2013 (autos 704/2012) del Juzgado de Primera Instancia nº 32  de 
Madrid; la Providencia de 22 de marzo de 2013 del Juzgado  de Primera Instancia  nº 1 
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de Valdemoro  (autos 187/2010); Providencia de 22 de marzo de 2013, (autos 
270/2010) del Juzgado de Primera Instancia nº 5 de Valdemoro; providencia de 3 de 
abril de 2013, del Juzgado de Primera Instancia nº 3 de Tomelloso (autos 1219/2009). 
Por su parte, el Auto del Juzgado de Primera Instancia nº 4 de Arrecife, de 8 de 
abril de  2013,  va  mucho  más  allá,  pues  no  decreta  únicamente  la  suspensión  del  
proceso  de  ejecución hipotecaria,   sino  que  además,  declara  la  nulidad  de  la  
escritura  de  préstamo  que  dio  origen  al procedimiento,  la nulidad  de la hipoteca  
que  lo garantiza  y la de  todas  las  actuaciones  practicadas, debiendo procederse al 
archivo del mismo. Finalmente, el auto del Juzgado de Primera Instancia nº 1 de 
Barcelona, de 9 de abril de 2013, partiendo de la primacía del derecho comunitario, 
suspende los trámite procedimentales confiriendo traslado al ejecutado a fin de que 
plantee oposición con base en la existencia de cláusulas abusivas. 
Así, el Juzgado de Primera Instancia de Palma de Mallorca nº6 dictó una 
Providencia, número de autos 22/2011, de fecha 15 de marzo de 2013 en la que con 
alusión directa a la Sentencia del TJUE suspende un procedimiento de ejecución 
hipotecaria en el estado en que se encuentra a fin de valorar las circunstancias 
concurrentes en la misma a la luz de la citada Sentencia. En este mismo sentido la 
sección civil de la AP de Palma, adoptó un acuerdo con fecha 19 de marzo en la que 
establece el criterio  de  suspensión  de  todas  las  ejecuciones  en  curso  hasta  que el 
Congreso adapte la normativa nacional a la reciente Sentencia del TJUE. 
Por su parte, la AP de Barcelona en reunión celebrada el 8 de febrero de 2013 
adoptó una serie de acuerdos tendentes a imponer que el juez que conozca de la 
ejecución examine de oficio, en el momento de resolver sobre el despacho de la 
ejecución, el posible carácter abusivo de la cláusula de intereses moratorios en el caso 
de que resulte de aplicación al ejecutado la legislación tuitiva de consumidores. Una vez 
declarado el carácter abusivo de la referida estipulación, el juez debe pronunciarse sobre 
el despacho en todo aquello no afectado por la nulidad de pleno derecho de dicha 
cláusula. 
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5.Directiva 2014/17/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de 
febrero de 2014, sobre los contratos de crédito celebrados con los consumidores 
para bienes inmuebles de uso residencial y por la que se modifican las Directivas 
2008/48/CE y 2013/63/UE y el Reglamento de la UE nº 1093/2010. 
Esta Directiva es de aplicación a los contratos de crédito garantizados por una 
hipoteca o por otra garantía sobre bienes inmuebles de uso residencial, o garantizados 
por un derecho relativo a un bien inmueble de uso residencial, y los contratos de crédito 
cuya finalidad sea adquirir o conservar derechos de propiedad sobre fincas o edificios 
construidos o por construir. 
Como hemos visto hasta ahora, en varios de los textos legislativos analizados en 
este trabajo, se pretende ampliar la información precontractual en los contratos de 
prestamos hipotecarios por resultar ésta deficiente, por ello esta Directiva trata de evitar 
esa falta de información con la finalidad de que el consumidor, al formalizar el contrato, 
lo haga suficientemente informado, y con este fin regula en primer lugar la entrega de la 
información general. La Directiva permite a los Estados de la Unión establecer un 
periodo de reflexión antes de la celebración de un contrato y durante ese periodo la 
oferta realizada por el prestamista será vinculante. 
Así mismo, la Directiva establece como debe calcularse la TAE en este tipo de 
crédito, prohibiendo a los Estados que puedan introducir modificaciones en la 
transposición que realicen a sus ordenamientos jurídicos nacionales con la finalidad de 
que exista una norma común a todos los Estados de la Unión para la realización de ese 
cálculo. 
Con esta directiva queda terminantemente prohibido la inclusión de otros 
productos financieros junto con el préstamo hipotecario en un solo paquete, aunque los 
Estados podrán permitir esta practica cuando la entidad de crédito demuestre al 
supervisor que esa venta vinculada es beneficiosa para el consumidor.  
La Comisión ha determinado una serie de problemas que sufren los mercados 
hipotecarios de la Unión en relación con la irresponsabilidad en la concesión y 
contratación de préstamos, así como con el margen potencial de comportamiento 
irresponsable entre los participantes en el mercado, incluidos los intermediarios de 
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crédito y las entidades no crediticias. Algunos de los problemas observados se 
derivaban de los créditos suscritos en moneda extranjera por los consumidores, en razón 
del tipo de interés ventajoso ofrecido, sin una información o comprensión adecuada del 
riesgo de tipo de cambio que conllevaban. Esos problemas se deben a deficiencias del 
mercado y de la normativa, pero también a otros factores, como la coyuntura económica 
general y los escasos conocimientos financieros. A estos problemas se ha sumado a 
veces el de la ineficacia o incoherencia de los regímenes aplicables a los intermediarios 
de crédito y a las entidades no crediticias que otorgan créditos para bienes inmuebles de 
uso residencial, o a la inexistencia de tales regímenes. Los problemas observados 
podrían tener importantes efectos macroeconómicos indirectos, ir en detrimento del 
consumidor, erigir obstáculos económicos y jurídicos a la actividad transfronteriza y 
crear inequidad en las condiciones de competencia entre los operadores del mercado. 
En resumidas cuentas, los Estados miembros, en caso de ejecución hipotecaria de 
vivienda habitual, deben garantizar la protección de las condiciones mínimas de 
subsistencia y establecer medidas para facilitar el reembolso evitando al mismo tiempo 
el endeudamiento a largo plazo, al menos en aquellos casos en que el precio obtenido 
por el bien afecte al importe adeudado por el consumidor. Así mismo, los Estados 
miembros deben alentar a los prestamistas a tomar medidas razonables para obtener el 
mejor precio por la propiedad objeto de ejecución hipotecaria en el contexto de las 
condiciones del mercado.  
Se establece, con objeto de aumentar la capacidad de los consumidores de tomar 
por sí mismos decisiones con conocimiento de causa sobre la contratación de préstamos 
y la gestión responsable de la deuda, que los Estados miembros deben promover 
medidas destinadas a apoyar la educación de los consumidores en estos ámbitos en 
relación con la contratación de préstamos y la gestión responsable de la deuda, 
referentes en particular a los contratos de crédito garantizados con hipoteca.  
Esta Directiva va a suponer para la mayoría de países miembros de la Unión 
importantes cambios en su legislación nacional en materia de concesión de hipotecas. 
En España su impacto va a ser bastante más moderado, ya que buena parte de lo que 
plantea esta norma ya está incluido en la Orden de Transparencia EHA/2899/2011, una 
norma ineficaz y que en algunos puntos incluso ha supuesto un retroceso respecto a la 
legislación previa. Si en el caso español se ha comprobado que la Orden es insuficiente, 
Catherine	  de	  Trazegnies	  Cahuas	  
Master	  de	  la	  Abogacía	  2013/14	  	  
	  
	   49	  
esta Directiva podría haber servido para hacer mejoras tanto para España como para 
toda Europa, pero se repiten buena parte de los errores. A continuación se analizan los 
principales aspectos de la Directiva. 
También se ocupa la Directiva en su articulo 28, de la denominada dación en 
pago, pero solo se limita a prohibir a los Estados que dicten normas que impidan que en 
estos préstamos la transferencia de la garantía al prestamista baste para reembolsar el 
préstamo. No obstante, como quiera que la Directiva permite que en las normas de 
transposición los Estados puedan adoptar disposiciones más estrictas en materia de 
protección del consumidor, veremos qué juego puede llegar a dar la cuestión cuando se 
proceda a discutir la correspondiente normativa de transposición.  
En lo que atañe a la correcta ejecución de los contratos de crédito, la principal 
aportación de la Directiva es que obliga a los Estados a adoptar medidas para alentar a 
los prestamistas a mostrarse “razonablemente tolerantes” antes de iniciar el proceso de 
ejecución. Una declaración de buenas intenciones, sin contenido jurídico, en la que no 
se plantean medidas concretas para garantizar la resolución de problemas con los 
consumidores en situaciones de dificultad económica.  
Mayor relevancia parece tener el último párrafo del artículo 28 al establecer que 
los Estado Miembros velarán porque se adopten medidas que faciliten el reembolso en 
aquellos casos en que la deuda no quede saldada con la ejecución. Pero no se especifica 
qué medidas pueden adoptarse para facilitar el reembolso, quedando a discreción del 
Estado miembro , por lo que habrá que esperar a las trasposiciones de la Directiva y sus 
desarrollos para valorar las medidas que finalmente se adopten. 
La Directiva, en mi opinión, es un paso positivo para el consumidor europeo ya 
que al armonizar el derecho de los Estados de la Unión en esta materia, aumenta la 
seguridad jurídica de los consumidores y de los demás operadores del mercado 
hipotecario incluidos en el ámbito de aplicación de la norma. 
Finalmente, el texto establece que todos los Estados deben haber publicado la 
transposición de la Directiva a sus derechos nacionales como máximo el 21 de marzo de 
2.016, y además, que en el proceso de armonización los estados puedan mantener o 
adoptar disposiciones más estrictas en materia de protección al consumidor. 
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B. Iniciativas Legislativas Españolas 
1. Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la 
Contratación. 
Ley que tiene por objeto la transposición de la Directiva 93/13/CEE y que no solo 
pretende proteger los legítimos intereses de los consumidores y usuarios, sino que 
también protege los de cualquiera que contrate con una persona que utilice condiciones 
generales en su actividad contractual. 
En esta ley se distingue lo que son cláusulas abusivas de lo que son condiciones 
generales de la contratación,  y dice que una cláusula es condición general cuando está 
predispuesta e incorporada a una pluralidad de contratos exclusivamente por una de las 
partes, y no tiene por qué ser abusiva. Cláusula abusiva es la que en contra de las 
exigencias de la buena fe causa en detrimento del consumidor un desequilibrio 
importante e injustificado de las obligaciones contractuales y puede tener o no el 
carácter de condición general, ya que también puede darse en contratos particulares 
cuando no existe negociación individual de sus cláusulas, esto es, en contratos de 
adhesión particulares. 
El concepto de cláusula contractual abusiva tiene así su ámbito propio en la 
relación con los consumidores. Y puede darse tanto en condiciones generales como en 
cláusulas predispuestas para un contrato particular al que el consumidor se limita a 
adherirse. Es decir, siempre que no ha existido negociación individual. 
En el capítulo III la Ley crea un Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación, de acuerdo con lo previsto en la Directiva. Se trata de un Registro 
jurídico, regulado por el Ministerio de Justicia, que aprovechará la estructura dispensada 
por los Registradores de la Propiedad y Mercantiles. Ello no obstante, las funciones 
calificadoras nunca se extenderán a lo que es competencia judicial, como es la 
apreciación de la nulidad de las cláusulas, sin perjuicio de las funciones estrictamente 
jurídicas encaminadas a la práctica de las anotaciones preventivas reguladas en la Ley, a 
la inscripción de las resoluciones judiciales y a la publicidad de las cláusulas en los 
términos en que resulten de los correspondientes asientos. La inscripción en este 
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Registro, para buscar un equilibrio entre seguridad jurídica y agilidad en la contratación, 
se configura como voluntaria, si bien legitimando ampliamente para solicitar su 
inscripción a cualquier persona o entidad interesada, como fórmula para permitir la 
posibilidad efectiva de un conocimiento de las condiciones generales. Ello no obstante, 
se admite que en sectores específicos el Ministerio de Justicia, a instancia de parte 
interesada o de oficio, y en propuesta conjunta con otros departamentos ministeriales, 
pueda configurar la inscripción como obligatoria. 
 
 
 2. Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios y otras leyes complementarias. 
Con este RDL se viene a fortalecer la protección del consumidor adquirente de 
vivienda cuando se precisa el carácter abusivo de las cláusulas que le trasladen gastos 
que corresponden al profesional, como los impuestos en los que el sujeto pasivo es el 
vendedor, o los gastos de las conexiones a los suministros generales de la vivienda, con 
el fin de evitar cláusulas no negociadas que trasladan dichos gastos al consumidor. 
Nos informa de los requisitos33 que deben cumplir las cláusulas no negociadas 
individualmente en los contratos con consumidores y usuarios para no ser abusivas, y 
son: 
a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de 
comprensión directa, sin reenvíos a textos o documentos que no se faciliten previa o 
simultáneamente a la conclusión del contrato, y a los que, en todo caso, deberá hacerse 
referencia expresa en el documento contractual. 
b) Accesibilidad y legibilidad, de forma que permita al consumidor y usuario el 
conocimiento previo a la celebración del contrato sobre su existencia y contenido. En 
ningún caso se entenderá cumplido este requisito si el tamaño de la letra del contrato 
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fuese inferior al milímetro y medio o el insuficiente contraste con el fondo hiciese 
dificultosa la lectura.  
c) Buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo 
que en todo caso excluye la utilización de cláusulas abusivas. 
También nos da un concepto de cláusulas abusivas34  y nos dice que serán “todas 
aquellas estipulaciones no negociadas individualmente y todas aquéllas prácticas no 
consentidas expresamente que, en contra de las exigencias de la buena fe causen, en 
perjuicio del consumidor y usuario, un desequilibrio importante de los derechos y 
obligaciones de las partes que se deriven del contrato” 
Puesto que esta ley protege al consumidor y usuario persona física, el empresario 
que afirme que una determinada cláusula ha sido negociada individualmente, asumirá la 
carga de la prueba. 
En todo caso siempre se considerarán abusivas las cláusulas que:  
a) vinculen el contrato a la voluntad del empresario, 
b) limiten los derechos del consumidor y usuario, 
c) determinen la falta de reciprocidad en el contrato, 
d) impongan al consumidor y usuario garantías desproporcionadas o le impongan 
indebidamente la carga de la prueba, 
e) resulten desproporcionadas en relación con el perfeccionamiento y ejecución 
del contrato, o 
f) contravengan las reglas sobre competencia y derecho aplicable. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
34 artículo 82 RDL 1/2007 
Catherine	  de	  Trazegnies	  Cahuas	  
Master	  de	  la	  Abogacía	  2013/14	  	  
	  
	   53	  
En este texto legal también nos informa que las cláusulas nulas35 por abusivas, se 
tendrán por no puestas, no obstante el contrato seguirá siendo obligatorio para las partes 
en los mismos términos siempre que pueda subsistir sin dicha cláusula. 
 
3. Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se regula la contratación con los 
consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de 
intermediación para la celebración de contratos de préstamo o crédito 
Con el objetivo fundamental de mejorar la protección de los consumidores y 
usuarios, esta Ley extiende a las empresas que ofrecen contratos de préstamo o crédito 
hipotecario, distintas de las entidades de crédito, obligaciones hasta ahora exigibles en 
exclusiva a estas últimas, en particular en materia de transparencia de comisiones y 
tipos e información precontractual de los créditos y préstamos hipotecarios, y, además, 
se articula un régimen jurídico específico al que quedan sometidas las empresas que 
realicen operaciones de intermediación, con particular detalle para los supuestos de 
reunificación de créditos o préstamos. 
Esta ley excluye de su ámbito de aplicación a las entidades de crédito, que están 
sometidas a las normas de ordenación y disciplina de crédito y son supervisadas por el 
Banco de España, en realidad lo que se pretende es extender el régimen de transparencia 
de entidades de crédito a las empresas que no son entidades de crédito que por razón de 
su actividad conceden créditos o préstamos hipotecarios y prestan servicios de 
intermediación financiera. Para ello fomenta la responsabilidad en el préstamo 
estableciendo tanto la obligatoriedad de llevar a cabo una adecuada evaluación de la 
solvencia de los clientes, como mecanismos para garantizar la concesión responsable de 
los préstamos. 
Para garantizar un alto nivel de protección de los consumidores y usuarios, 
asegurando la transparencia y la leal competencia, esta ley impone la obligación de 
inscripción de las empresas en los registros públicos de las comunidades autónomas, así 
como obligaciones de transparencia en la información precontractual, de forma que las 
empresas deban tener a disposición de los consumidores las condiciones generales de la 	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contratación que utilicen, en las comunicaciones comerciales y la publicidad, deberán 
mencionar la tasa anual equivalente mediante un ejemplo representativo y siempre  
indicando el tipo de interés o cualesquiera cifras relacionadas con el coste del préstamo 
o crédito; la empresa debe facilitar al consumidor, con una antelación mínima de cinco 
días a la firma del contrato, información sobre la propia empresa, sobre el producto o 
servicio ofrecido y sobre el contrato, incluyendo elementos esenciales para la adopción 
de una decisión informada y responsable, tales como la descripción de las principales 
características de los contratos y el precio total que debe pagar el consumidor. Además  
deberán entregar a los consumidores un folleto informativo y gratuito con un contenido 
mínimo. Con esta ley se exige a las empresas que prestan estos servicios la carga de la 
prueba sobre el cumplimiento de las obligaciones y se regula el acceso a los sistemas de 
resolución extrajudicial de conflictos y las acciones de cesación frente a las conductas 
contrarias a la Ley que lesionen los intereses generales, colectivos o difusos, de los 
consumidores. 
Se imponen también obligaciones de transparencia en relación con los precios de 
forma que, aunque existe libertad de tarifas y comisiones, con las limitaciones legales 
de general aplicación, se declara que las empresas no podrán aplicar cantidades 
superiores a las que deriven de las tarifas correspondientes y que las comisiones deberán 
responder a servicios efectivamente prestados o a gastos ocasionados. En relación con el 
régimen de compensación por amortización anticipada, la Ley establece con claridad 
que a los préstamos o créditos hipotecarios concedidos a partir del 9 de diciembre de 
2007 les serán únicamente exigibles las compensaciones por desistimiento y, en su caso, 
la compensación por riesgo de tipo de interés.  
Respecto al contrato de préstamo hipotecario, se establece que deberán cumplir 
las condiciones previstas en la Orden de 5 de mayo de 1994, sobre transparencia de las 
condiciones financieras de los préstamos hipotecarios. En todo caso, los contratos 
incluirán los derechos que correspondan a las partes en orden a la modificación del 
coste total del crédito. Por lo tanto se extienden a las empresas las obligaciones que ya 
cumplen las entidades de crédito respecto del contenido de las escrituras públicas en las 
que se formalicen los préstamos hipotecarios.  
Los derechos reconocidos por esta Ley a los consumidores son irrenunciables, 
siendo nula la renuncia previa y los actos realizados en fraude de Ley 
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También incluye esta ley unos deberes notariales y registrales relativos al “deber 
genérico de control de legalidad de los actos y negocios” por parte de los notarios que 
se tendrán que negar al otorgamiento de la escritura cuando el préstamo “no cumpla la 
legalidad vigente y, muy especialmente, los requisitos previstos en esta Ley” lo que 
conlleva una gran inseguridad de su alcance y una exigencia de control exhaustivo del 
notario, no sólo de elementos jurídicos sino también económicos. Entre los supuestos de 
posible denegación total o parcial, y en lo que a nosotros nos interés, observamos “las 
demás cláusulas no desvirtúen el contenido de las financieras en perjuicio del 
consumidor”, esto es las cláusulas abusivas. 
Así mismo  los registradores denegarán la inscripción de las escrituras públicas de 
préstamo o crédito con garantía hipotecaria cuando no cumplan la legalidad vigente y, 
muy especialmente, los requisitos previstos en esta Ley, por tanto se dan amplias 
facultades a los registradores para acabar de expurgar los títulos que se presenten al 
Registro de aquellas cláusulas que, habiendo pasado el primer tamiz notarial, se estimen 
contrarias a los derechos irrenunciables de los consumidores. 
 4. Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección 
del cliente de servicios bancarios. 
Con esta orden se pretende concentrar en un único texto la normativa básica de 
transparencia con el fin de mejorar su claridad y accesibilidad al ciudadano, también se 
actualiza las previsiones relativas a la protección del cliente bancario aumentando las 
obligaciones de transparencia y conducta de las entidades de crédito proporcionando 
información relativa a tipos de interés y comisiones, comunicaciones con el cliente, 
información (pre)contractual, servicios financieros vinculados, etc. La norma también 
desarrolla los principios generales previstos en la Ley de Economía Sostenible en lo que 
se refiere al préstamo responsable, de modo que se introducen las obligaciones 
correspondientes para que el sector financiero español, en beneficio de los clientes y de 
la estabilidad del mercado, mejore los niveles prudenciales en la concesión de este tipo 
de operaciones. A estos efectos, se ha diseñado un sistema basado en la evaluación de la 
solvencia, que tiene como objetivo la valoración del riesgo de impago a efectos de la 
posible concesión de un préstamo y cuyo desarrollo no debiera, en ningún caso, suponer 
una barrera de acceso al crédito a la población, sino un estímulo legal al 
comportamiento más sano y prudente de entidades y clientes. 
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En lo que a nosotros nos incumbe para el desarrollo de este trabajo, cabe destacar 
de esta orden que se aborda el desarrollo específico de la normativa de transparencia del 
préstamo hipotecario para la adquisición de vivienda a efectos de sustituir la regulación 
anterior, de 1994. El nuevo sistema de transparencia, en línea con la normativa ya 
aprobada de crédito al consumo y con la normativa proyectada en el ámbito europeo, se 
diseña sobre una serie de requerimientos de información unificada tanto de carácter 
precontractual como contractual. Se añaden adicionalmente, otras herramientas más 
específicas, como la difusión a una Guía informativa adaptada a este producto que 
permitirá profundizar en la necesaria educación financiera de los clientes. También se 
refuerza específicamente la transparencia en lo que se refiere a determinados servicios: 
las cláusulas suelo o techo y los instrumentos financieros de cobertura del tipo de 
interés para reforzar al máximo las obligaciones de transparencia y difusión de 
información relevante, que el cliente debe ponderar antes de su contratación.  
Por tanto esta orden tiene por objeto garantizar el adecuado nivel de protección de 
los clientes de entidades de crédito, mediante la implantación de medidas de 
transparencia en la prestación de servicios financieros bancarios dirigidos a personas 
físicas, en territorio español por entidades de crédito españolas o sucursales de entidades 
de crédito extranjeras.  
La entidad de crédito, previamente al contrato de crédito o préstamo, evaluará la 
capacidad del cliente para cumplir con las obligaciones derivadas del mismo, para ello 
las entidades deberán contar con procedimientos internos específicamente desarrollados 
para llevar a cabo la evaluación de solvencia que serán revisados periódicamente por las 
propias entidades, que mantendrán registros actualizados de dichas revisiones, siempre 
ajustándose a la normativa específica sobre gestión de riesgos y control interno. 
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En cuanto a la Información Precontractual se dice que el Banco de España 
elaborará una «Guía de Acceso al Préstamo Hipotecario», con la finalidad de que 
quienes demanden servicios bancarios de préstamo hipotecario dispongan, con carácter 
previo a la formalización de los mismos, de información adecuada para adoptar sus 
decisiones de financiación. 
Así mismo, las entidades de crédito deberán proporcionar a los clientes que 
soliciten créditos hipotecarios, información clara, suficiente y gratuita36. También 
proporcionarán al cliente la información personalizada que resulte necesaria para dar 
respuesta a su demanda de crédito, de forma que le permita comparar los préstamos 
disponibles en el mercado, valorar sus implicaciones y adoptar una decisión fundada 
sobre si debe o no suscribir el contrato37. 
El cliente podrá solicitar a la entidad la entrega de una oferta vinculante cuando 
muestre su voluntad de contratar el préstamo hipotecario que tendrá un plazo de validez 
no inferior a catorce días naturales desde su fecha de entrega. 
En el caso de préstamos en que se hubieran establecido límites a la variación del 
tipo de interés, como cláusulas suelo o techo, se recogerá en un anexo a la Ficha de 
Información Personalizada, el tipo de interés mínimo y máximo a aplicar y la cuota de 
amortización máxima y mínima. 
5. Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo 
Esta Ley recoge las previsiones de la Ley 7/1995 relativas a la oferta vinculante, a 
la eficacia de los contratos vinculados a la obtención de un crédito, al cobro indebido y 
a la penalización por falta de forma y por omisión de cláusulas obligatorias en los 
contratos, porque lo que se pretende es conservar aquellas previsiones de nuestro 
Derecho interno que ofrecen una mayor protección en el ámbito del crédito al consumo 
sin que vengan exigidas por la normativa comunitaria.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
36 Ficha de Información Precontractual (FIPRE) que figura en el anexo I. De la Orden EHA/2899/2011, de 
28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de servicios bancarios. 
37 Ficha de Información Personalizada (FIPER) que figura en el anexo II, de la Orden EHA/2899/2011, de 
28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de servicios bancarios. 
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La Ley se aplica a aquellos contratos en que el prestamista concede o se 
compromete a conceder a un consumidor un crédito bajo la forma de pago aplazado, 
préstamo, apertura de crédito o cualquier medio equivalente de financiación. La 
consideración de consumidores se circunscribe a las personas físicas que actúan en un 
ámbito ajeno a su actividad empresarial o profesional. 
De esta ley cabe destacar el artículo 20.4, Descubierto Tácito, “En ningún caso 
podrá aplicarse a los créditos que se concedan en forma de descubiertos a los que se 
refiere este artículo un tipo de interés que dé lugar a una tasa anual equivalente 
superior a 2,5 veces el interés legal del dinero.” 
 
6. Modificación del texto refundido de la ley de consumidores y usuarios Ley 
3/2014 de 27 de marzo 
Se modifica la redacción del artículo 83 del texto refundido Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, para la correcta transposición del artículo 6, 
apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE, de 5 de abril de 1993 y dar así cumplimiento a la 
sentencia de TJUE de 14 de junio de 2012, en el asunto C-618 Banco Español de 
Crédito, en relación con la facultad que se atribuía al juez nacional de modificar el 
contenido de las cláusulas abusivas que figuran en los contratos, para integrar la parte 
afectada por la nulidad con arreglo a lo dispuesto por el artículo 1258 del Código Civil 
y el principio de buena fe objetiva. 
El Tribunal de Justicia estima que se ha producido un incumplimiento en relación 
con el artículo 83 del texto refundido, en cuanto a la facultad que se atribuye al juez 
nacional de modificar el contenido de las cláusulas abusivas que figuran en los 
contratos, para integrar la parte afectada por la nulidad con arreglo a lo dispuesto por el 
artículo 1258 del Código Civil y el principio de buena fe objetiva. El Tribunal considera 
que dicha facultad podría poner en peligro la consecución del objetivo a largo plazo 
previsto en el artículo 7 de la Directiva, pues contribuiría a eliminar el efecto disuasorio 
que ejerce sobre los profesionales el hecho de que, pura y simplemente, tales cláusulas 
abusivas no se apliquen a los consumidores, en la medida en que dichos profesionales 
podrían verse tentados a utilizar cláusulas abusivas al saber que, aun cuando llegara a 
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declararse la nulidad de las mismas, el contrato podría ser integrado por el juez nacional 
en lo que fuera necesario, garantizando de este modo el interés de los empresarios. 
En función de ello, se modifica la redacción del citado artículo 83 del texto 
refundido, para la correcta transposición del artículo 6, apartado 1, de la Directiva 
93/13/CEE, de 5 de abril de 1993. Quedando redactado del siguiente modo: Artículo 
83 Nulidad de las cláusulas abusivas y subsistencia del contrato “Las cláusulas abusivas 
serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas. A estos efectos, el Juez, 
previa audiencia de las partes, declarará la nulidad de las cláusulas abusivas incluidas 
en el contrato, el cual, no obstante, seguirá siendo obligatorio para las partes en los 
mismos términos, siempre que pueda subsistir sin dichas cláusulas”. 
 
C. Evolución de la Jurisprudencia 
1. Auto del Juzgado de lo Mercantil nº 3 de Barcelona, de 19 de julio de 2011. 
Ponente FERNANDEZ SEIJO, J.M  
La recuperación  del inmueble  una vez que se ha perdido  en el proceso  de 
ejecución,  es prácticamente imposible. Conforme  lo  previsto  en  el  artículo  698  
LEC  procede  entender  que  el  deudor,  el  tercer poseedor o cualquier interesado 
podrán interponer un juicio declarativo contra el ejecutante con objeto de alegar causas 
de oposición que no se pudieron invocar en el procedimiento de ejecución hipotecaria 
dado su carácter sumario. No es necesario esperar a que termine la ejecución para 
interponer dicho proceso. En el juicio declarativo no existe limitación en cuanto a las 
causas de oposición, pero el gran hándicap es que este proceso no suspende la ejecución 
hipotecaria por lo que puede recaer una sentencia estimatoria cuando  ya  el  inmueble  
se  haya  subastado,  en  cuyo  caso el  deudor no podrá recuperar la propiedad del 
inmueble, tan solo puede, para asegurar la efectividad de la sentencia que se dicte, 
solicitar  que  se  retenga  todo  o  una  parte  de  la  cantidad  que  deba  entregarse  al  
acreedor  por  la enajenación del inmueble, pero subordina dicha medida a que el 
tribunal pueda exigirle previa y bastante garantía cuando no tuviera solvencia   
suficiente para  responder de  los  intereses  de  demora y resarcimiento de cualesquiera 
otros daños y perjuicios que puedan ocasionarse al acreedor. Para proteger los intereses 
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del deudor,  ACHON  BRUÑEL38  propone  la medida  cautelar de anotación  
preventiva  de demanda  para advertir al posible adquirente  en subasta la pendencia del 
proceso, pero tampoco resulta pacifico si dicha medida le permitirá recuperar el bien 
subastado si obtuviera sentencia estimatoria y, además, será muy inusual que la 
anotación preventiva se intereses con anterioridad a la nota marginal de expedición de la 
certificación  de  cargas,  habida  cuenta  que  el  juicio  declarativo  suele  interponerse  
en  un  momento posterior. De otro lado, la ejecución judicial debe garantizar al 
adquirente la posesión pacífica del derecho adquirido y no atribuirle un derecho litigios. 
Ante este panorama procesal ACHON subraya la injusticia de un procedimiento  de 
ejecución hipotecaria que limita las causas de oposición, remitiendo al deudor a un 
proceso posterior sin asegurarle al propio tiempo que si obtiene una sentencia 
estimatoria, va a poder recuperar el inmueble vendido en pública subasta, pues la 
restitución al deudor del dinero obtenido por su venta no es una solución acertada, 
máxime teniendo en cuenta que normalmente  se enajena por un precio  inferior  al de 
mercado  o incluso  se lo ha podido  adjudicar  el acreedor,  en cuyo  caso  debería 
preverse al menos la obligación de  devolver el mismo en caso de prosperar las 
pretensiones del deudor en el juicio declarativo posterior.  
El peregrinaje  procesal  del  deudor  ejecutado  que  primero  pierde  su  vivienda 
habitual al no haber podido hacer frente a las cuotas hipotecarias y, posteriormente 
interpone demanda de juicio declarativo ordinario reclamando la nulidad de algunas 
estipulaciones contractuales que le llevaron al lanzamiento, es lo suficientemente 
ilustrativo de lo injusto y hasta absurdo que resulta nuestro sistema. Ello, sin perjuicio 
de la inocuidad que puede tener un proceso posterior, toda vez que la vivienda se ha 
perdido, y ha podido ser adquirida por un tercero de buena fe. 
En este contexto, el Juzgado de lo Mercantil nº 3 de Barcelona plantea Cuestión 
Prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en virtud de Auto de 19 de 
julio de 2011, que se dicta en el  seno de un procedimiento declarativo basado en lo 
dispuesto en el artículo 698 LEC;  formalmente se demanda la declaración de nulidad 
de algunas estipulaciones contractuales y, en consecuencia, que el procedimiento 
judicial de ejecución hipotecaria que derivó en el lanzamiento también fuera nulo.  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
38 Deficiencias del procedimiento judicial de ejecución hipotecaria y sus negativos efectos sobre los más desfavorecidos por la crisis 
económica. Revista Ceflegal, nº 141, octubre2012, págs. 29 y 30. 
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Las cláusulas sospechosas de nulidad por vulnerar las normas referidas a las 
condiciones generales de la contratación, recogidas en el Texto Refundido de la Ley 
1/2007, de 1 de noviembre son el pacto de liquidez, la de resolución o vencimiento 
anticipado, las cláusulas referidas a los intereses ordinarios y moratorios, así como las 
que imponían determinadas comisiones y gastos al prestatario. Máxime   cuando   los   
motivos   de   oposición   están   fuertemente restringidos,  incluso  más,  que  en  la  
ejecución  ordinaria  y  el  ejecutado  no  tiene posibilidad de oponerse más que por las 
causas limitadas del artículo 695 LEC. Por tanto, cualquier procedimiento que quiera 
interponer el deudor para cuestionar la validez de las cláusulas del contrato de préstamo 
con garantía hipotecaria que habilitan al prestamista para iniciar la ejecución singular 
sobre el bien ofrecido en garantía, debe realizarse por el mecanismo de un 
procedimiento ordinario que en modo alguno compromete el desarrollo y culminación 
del procedimiento de ejecución hipotecaria. La culminación o finalización de ese 
procedimiento de ejecución es la entrega del bien, la efectiva adjudicación en este caso 
al ejecutante. 
La Ley española de Condiciones Generales de la Contratación y el Texto 
Refundido de 2007, no hace sino incorporar al ordenamiento español las directivas 
comunitarias sobre protección de consumidores y usuarios en materia de contratación 
civil y mercantil y en concreto la Directiva 93/13/CEE, del Consejo, de 5 de abril de 
1993, sobre cláusulas abusivas en contratos celebrados con consumidores. Tampoco se 
puede olvidar la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 27 de junio 
de 2000 que habilita al Juez civil a tutelar incluso de oficio los intereses de los 
consumidores y dejar sin efecto determinadas cláusulas que siendo condiciones 
generales de la contratación han de catalogarse en todo caso como abusivas. 
Subrayar en este punto que el mismo argumento que ha servido para que el TC 
español mantenga la completa constitucionalidad del proceso, como vimos al analizar  
Auto 113/2011, de 19 de julio de 2011 del pleno del Tribunal Constitucional es el que 
lleva ahora a un juez español a plantear al Tribunal europeo justamente lo contrario. 
Recordemos que el Tribunal Constitucional nos decía que “…resulta muy complicado a 
un Juez español poder establecer una tutela de oficio a un consumidor en un 
procedimiento de ejecución hipotecaria puesto que en este procedimiento de ejecución 
están rígidamente tasados lo motivos de oposición, remitiendo a la parte allí ejecutada 
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a un procedimiento declarativo de nulidad con obstáculos insalvables para evitar la 
consecuencia última de la ejecución que no sólo es la venta o realización del bien sino 
su trasferencia a un tercero lo que determina que en el caso de un inmueble que sea 
vivienda habitual el deudor ejecutado cuando inicia el procedimiento declarativo de 
nulidad ha perdido ya la posesión del inmueble.” 
A la vista de la normativa comunitaria parece razonable pensar que en el contexto 
de un procedimiento judicial ejecutivo, el juez español debería disponer de mecanismos, 
bien de oficio, bien a instancia de parte, para analizar en clave de tutela de los intereses 
de los consumidores, las cláusulas que permiten el vencimiento anticipado de   
obligaciones,   la   liquidación   de   la   cantidad   adeudada   con   sus mecanismos de 
determinación y el carácter desproporcionado de alguno de los conceptos que se aplican 
al consumidor. A juicio del Magistrado, y así lo expone en su Auto, la legislación 
española genera serias dudas de compatibilidad con las directivas comunitarias de tutela 
de los consumidores frente a cláusulas abusivas tanto en su aspecto material como 
procesal que permiten al acreedor la ejecución sin apenas oposición. La limitación es 
especialmente sensible en los casos en que se ve afectada la vivienda habitual del 
consumidor. 
 
2. Auto 113/2011, de 19 de julio de 2011 del pleno del Tribunal 
Constitucional. Inadmite a trámite la cuestión de inconstitucionalidad 7223-2010, 
planteada por el Juzgado de Primera Instancia nº 2 de Sabadell en relación con los 
artículos 579, 695 y 698 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de enjuiciamiento civil. 
Voto particular. 
Este auto se dicta a raíz de cuestión de inconstitucionalidad en relación con los 
artículos 579, 695 y 698 de la LEC por posible vulneración de los artículos 9.3, 24 y 47 
de la Constitución Española. Y es que se cuestiona una “….posible inconstitucionalidad 
de la regulación legal de la Ley 1/2010, de 7 de enero, de enjuiciamiento civil (LEC), 
en cuanto a los motivos tasados de oposición a la ejecución hipotecaria, incluso cuando 
el bien gravado constituye la vivienda habitual del ejecutado (artículo 695 LEC), lo que 
impide cualquier tipo de examen de la concurrencia en el caso concreto de la conditio 
iuris estructural de toda ejecución hipotecaria, cual es la procedencia del vencimiento 
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anticipado de la obligación principal garantizada, o de una posible causa de nulidad; 
en consideración, en segundo lugar, a las condiciones jurídico-procesales en que es 
remitido el ejecutado a un ulterior proceso declarativo para discutir este tipo de 
cuestiones (artículo 698 LEC), con una incidencia prácticamente nula en el desarrollo y 
efectos del proceso de ejecución hipotecaria; y en consideración, en tercer lugar, a las 
condiciones jurídico- procesales en que, en caso de insuficiencia del producto de la 
venta de la vivienda, puede continuarse la ejecución según la regulación de la 
ejecución ordinaria (artículo 579 LEC), sin la previsión expresa de ninguna nueva fase 
de oposición según dicha regulación ordinaria…”, inconstitucionalidad con la posible 
afectación al derecho fundamental a la tutela judicial efectiva del ejecutado hipotecario 
(artículo  24 de la Constitución), en relación con el principio de igualdad procesal  
(artículo 14 de la Constitución), el derecho a la vivienda digna y adecuada (artículo 47 
de la Constitución) y el principio de interdicción de la arbitrariedad en la actuación de 
los poderes públicos. 
El Juez que plantea esta cuestión de inconstitucionalidad expone que “…..la 
oposición al procedimiento de Ejecución hipotecaria, por la aplicación de los artículos 
695 y 698 LEC 1/2000  impide de modo absoluto entrar en el fondo y apartarse de las 
causas de oposición tasadas, por ello se plantea la imposibilidad de examinar en sede 
de oposición a la ejecución posibles nulidades relativas a las circunstancias en que se 
suscribió tanto la obligación garantizada como la garantía hipotecaria, o el contenido 
abusivo de las cláusulas contractuales, lesionando el derecho de la parte ejecutada a 
una tutela judicial efectiva y el derecho constitucional a una vivienda digna….”, 
continua diciendo que el procedimiento de ejecución hipotecaria “…niega  al ejecutado 
hipotecario cualquier posibilidad procesal de efectuar alegaciones sobre las 
circunstancias del impago frente a la demanda ejecutiva, así como en relación con los 
posibles vicios del consentimiento existentes al tiempo de la suscripción del título, o 
sobre la nulidad de algunas de sus cláusulas por su carácter abusivo o desequilibrado, 
impidiendo de este modo el conocimiento y valoración por el órgano judicial de unas 
circunstancias que, en su caso, podrían motivar la denegación del despacho de 
ejecución o la estimación de la suspensión. Añade, además, que carece de efectividad la 
garantía que ofrece la ley al ejecutado con su remisión al juicio declarativo que 
corresponda (artículo 698.1 LEC), dado que no paraliza la ejecución y, en su caso, el 
lanzamiento de la vivienda del ejecutado puede provocarle graves daños y perjuicios 
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debido su débil situación económica…” y finaliza su exposición diciendo que “…en el 
artículo 579 LEC por la que se dispone que si el producto de la subasta fuera 
insuficiente para cubrir el crédito, el ejecutante podrá pedir el embargo por la cantidad 
que falte y la ejecución proseguirá con arreglo a las normas ordinarias aplicables a 
toda ejecución…que parece negar al ejecutado un nuevo trámite de oposición en la 
ulterior fase de ejecución ordinaria….produciendo de este modo una nueva vulneración 
del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva del deudor hipotecario…”. 
Se le da audiencia al Fiscal General del Estado, y a solicitud de éste se acuerda la 
inadmisión de la cuestión de inconstitucionalidad por falta de requisitos procesales y 
por ser notoriamente infundada, y entre sus argumentos se dice que “….los artículo 698 
y 579 LEC no superan el juicio de relevancia necesario en este tipo de proceso 
constitucional, por regir un momento posterior del procedimiento de ejecución 
hipotecaria y no en la precisa decisión que el Juez promovente tiene ante sí cuando 
eleva esta cuestión de inconstitucionalidad, ya que en estos casos el Tribunal no puede 
proceder a la verificación abstracta de su constitucionalidad, afirmación que no 
prejuzga, sin embargo, que dichas cuestiones de constitucionalidad…” y que “… el 
procedimiento de ejecución hipotecaria contemplado en el artículo 695 LEC, que se 
caracteriza por que los motivos de oposición al despacho de ejecución son limitados, y 
esto respeta la integridad del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva del 
ejecutado hipotecario (artículo 24.1 CE).” 
El juicio de relevancia es el requisito de admisión de la cuestión de 
inconstitucionalidad, y este ha sido definido por el Tribunal Constitucional como “«el 
esquema argumental dirigido a probar que el fallo del proceso judicial depende de la 
validez de la norma cuestionada» (STC 17/1981, de 1 de junio, FJ 1, por todas) y 
constituye «una de las condiciones esenciales para la admisión de la cuestión, pues, en 
la medida que garantiza una interrelación necesaria (STC 28/1997, de 13 de febrero, 
FJ 3) entre el fallo del proceso a quo y la validez de la norma cuestionada, asegura la 
realización efectiva del antedicho control concreto de la constitucionalidad de la Ley» 
(SSTC 64/2003, de 27 de marzo, FJ 5; y 166/2007, de 4 de julio, FJ 7, entre otras)” 
Voto Concurrente, que no discrepante, de el Magistrado D. Eugeni Gay que dice 
“…los rasgos de la situación económica y financiera actual son radicalmente distintos 
a los que la caracterizaban a principios de los años ochenta y esta profunda 
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transformación incide directamente en la esencia de las condiciones de cumplimiento 
de los compromisos hipotecarios adquiridos por los prestatarios. Es por ello que no me 
parece suficiente para desechar como infundada la presente cuestión de 
inconstitucionalidad la extensión automática de la doctrina constitucional establecida 
en la citada STC 41/1981 y reiterada en la SSTC 217/1993, de 30 de junio, 269/1993, 
de 18 de octubre, y 223/1997, de 4 de diciembre. Muy al contrario, en mi opinión, sería 
necesario examinar si los preceptos cuestionados, interpretados a la luz del nuevo 
contexto económico y social, son compatibles o no con los valores constitucionalmente 
protegidos aducidos por el órgano judicial promovente. 
De lo contrario, se incurre en un cierto reduccionismo en el control 
constitucional, respecto del que ya he expuesto mi discrepancia en alguna ocasión al 
entender que la función que la Constitución ha encomendado a este Tribunal, tanto en 
los procesos de amparo como en los de control de la constitucionalidad de la ley, no 
puede ser insensible a la realidad social sobre la que se proyectan los preceptos, 
principios y valores de nuestra Norma Fundamental. 
Los ciudadanos que contrataron en estos últimos años productos hipotecarios 
como medio de obtener el dinero necesario para adquirir su vivienda habitual sin 
poderse percatar al tiempo de otorgar su consentimiento de unos riesgos muy distintos 
de los que ciertamente implicaba la operación; riesgos que, debido a la complejidad y 
opacidad que ha presidido el sistema financiero según ya expusimos, muy posiblemente 
también desconocían las entidades de crédito prestadoras del dinero y beneficiarias de 
la garantía hipotecaria. En consecuencia, las partes contratantes, adoleciendo de 
errores sustanciales acerca de las condiciones que afectaban la operación que 
concluían, prestaban un consentimiento imperfecto, cuando no completamente 
viciado.” 
Por lo tanto, nuestro TC ha sido reticente a reconocer los importantes 
desequilibrios de los que adolece nuestro procedimiento de ejecución hipotecaria en este 
Auto, e inadmite a trámite una cuestión de inconstitucionalidad en base a la inexistencia 
de contradicción procesal en el proceso de los artículos 579, 695 y 698 de la LEC; no 
aprecia indefensión al existir la posibilidad de plantear proceso declarativo posterior al 
de ejecución.  
Catherine	  de	  Trazegnies	  Cahuas	  
Master	  de	  la	  Abogacía	  2013/14	  	  
	  
	   66	  
 
3. STS 241/2013 de 9 de mayo 2013 Ausbank Vs BBVA, Cajamar Caja Rural, 
Sociedad Cooperativa de Crédito y Nova Caixa Galicia 
Esta sentencia sienta jurisprudencia y anula las cláusulas suelo cuando hay falta 
de transparencia y fijado doctrina sobre la validez y la posibilidad de control judicial del 
carácter abusivo de las cláusulas suelo, incorporadas a contratos bancarios de préstamo 
a consumidores con garantía hipotecaria y a interés variable, y ha dictaminado que este 
tipo de cláusulas serán válidas sólo cuando cumplan los requisitos de 
"especial transparencia" exigible en los contratos con los consumidores. 
En este procedimiento contra BBVA, Cajamar Caja Rural, sociedad Cooperativa 
de Crédito y Caja de Ahorros de Galicia, Vigo, Orense y Pontevedra, se había solicitado 
por Ausbank la declaración de nulidad, por abusivas, de las cláusulas que fijan un 
tipo mínimo de interés, esto es, cláusulas suelo. 
El Tribunal Supremo declara la nulidad de estas cláusulas por falta transparencia 
y, aclara que "no es suficiente con que las cláusulas de forma aislada sean 
comprensibles", el tribunal falla que la nulidad de estas cláusulas "no afecta a la 
subsistencia de los contratos ni a las cantidades ya pagadas" y establece en la sentencia 
que las cláusulas suelo, que califica de "lícitas", son válidas cuando cumplen los 
requisitos de especial transparencia exigible en los contratos celebrados con los 
consumidores, por lo tanto las cláusulas son lícitas siempre que su transparencia permita 
al consumidor identificar la cláusula como definidora del objeto principal del contrato y 
conocer el real reparto de riesgos de la variabilidad de los tipos. Estas cláusulas son 
legales "incluso" cuando no coexisten con las techo, pero que cuando ambas se ofertan 
en un mismo apartado del contrato, ello supone "un factor de distorsión de la 
información que se facilita al consumidor, ya que el techo opera aparentemente como 
contraprestación o factor de equilibrio del suelo" 
Además, hace hincapié en que los consumidores deben ser informados de que 
cuando el tipo de interés baja a determinados niveles, el préstamo se transforma en 
préstamo a interés fijo variable solo al alza y no se beneficiarán de las bajadas del índice 
de referencia. Incluso dice el supremos que los consumidores deben ser informados "de 
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forma clara y destacada", sin que las cláusulas puedan pasar inadvertidas al entre otras 
propias de un contrato tan complejo. Además, el Supremo indica que el consumidor 
debe ser informado de otros productos para que pueda realizar una comparación y pueda 
optar después de tener un información suficiente. 
Asimismo, consideran abusivas las que se firmen con la falta de información de 
que se trata de un elemento "definitorio" del objeto principal del contrato o las que se 
ubiquen "entre una abrumadora cantidad de datos entre los que quedan enmascaradas y 
que diluyen la atención del consumidor en el caso de las utilizadas por el BBVA" los 
consumidores deben ser informados de que, cuando el tipo de interés baja a 
determinados niveles, el préstamo se transforma en préstamo a interés fijo, variable sólo 
al alza, y no se beneficiarán de las bajadas del índice de referencia, en general el 
Euribor. 
Por ello el Tribunal supremos falla condenando a las entidades bancarias a 
eliminar de sus contratos las cláusulas examinadas "en la forma y modo en que se 
utilizan" y les prohíbe usarlas en el futuro tal y como estaban contempladas en estos 
contratos. 
Además, establece que los contratos en vigor "seguirán siendo obligatorios para 
las partes en los mismos términos" pero sin las cláusulas abusivas. También declara la 
irretroactividad de la sentencia, por lo que la nulidad de las cláusulas no afectará a la 
continuación del contrato ni a los pagos ya efectuados. 
 
 
4. Auto del Tribunal supremo de 12 de mayo de 2013. 
Tras la STS de 9 de mayo 2013, el BBVA, Novacaixagalicia y Cajamar pidieron 
aclaración sobre la sentencia que declaraba la nulidad de estas cláusulas en los casos en 
los que se produzca una falta de transparencia y el Tribunal Supremo, en Auto de 12 de 
Mayo de 2013 dijo que las cláusulas suelo son nulas incluso si el cliente se benefició 
durante un tiempo de las caídas del Euribor, y que basta con que no cumplan alguno de 
los requisitos de trasparencia exigidos en la Sentencia. Incluso, dice , que los meros 
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“formalismos carentes de eficacia”, como puede ser la lectura del contrato por parte del  
notario, no pueden sustituir el “perfecto conocimiento” de todos los términos del 
contrato, imprescindible para que el consumidor decida si firma o no firma el contrato 
hipotecario. 
IV.- CLÁUSULAS NULAS POR LA JURISPRUDENCIA. 
La sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 14 de marzo de 2013 
en materia de ejecución hipotecaria, en aplicación de la Directiva 93/13/CEE de 5 de 
abril de 1993 de cláusulas contractuales calificadas como abusivas, motivó la reforma 
del Derecho nacional español que se plasmó en la Ley 1/2013 de 14 de mayo de 
medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de la 
deuda y alquiler social que modificó el artículo 695 de la LEC y en lo que nos afecta, 
introdujo como causa de oposición, además de las recogidas por la legislación anterior, 
una nueva “el carácter abusivo de una cláusula contractual que constituya el 
fundamento de la ejecución o que hubiese determinado la cantidad exigible”. De 
estimarse esta causa de oposición se acordará el sobreseimiento de la ejecución cuando 
la cláusula contractual fundamente la ejecución, de lo contrario se continuará con la 
ejecución con la inaplicación de la cláusula abusiva. 
A.Cláusula del vencimiento anticipado 
Es una cláusula utilizada en la practica bancaria española por la que se otorga al 
prestamista la facultad de vencimiento anticipado en el supuesto de préstamo de 
duración determinada, cuya devolución del capital viene deferida en el tiempo si el 
prestatario deja de cumplir con sus obligaciones de amortización de cualquiera o varios 
de los plazos pactados. Esto se ha vinculado al carácter justificado de la previsión 
contractual exigiendo que la conducta desencadenante del deudor tenga la entidad 
suficiente, tanto cualitativa como cuantitativamente. 
Corresponde al juez comprobar, en un contrato de larga duración en el que hay 
una cláusula de vencimiento anticipado por incumplimiento del deudor en un periodo 
limitado, si la facultad de la entidad financiera de dar por vencida anticipadamente la 
totalidad del préstamo depende de que el consumidor haya incumplido una obligación 
que revista carácter esencial en el marco de la relación contractual de que se trate, si esa 
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facultad está prevista para los casos en los que el incumplimiento tiene carácter 
suficientemente grave con respecto a la duración y a la cuantía del préstamo, si dicha 
facultad constituye una excepción con respecto a las normas aplicables en al materia y 
si el derecho nocional prevé medios adecuados y eficaces que permitan al consumidor 
sujeto a la aplicación de esa cláusula poner remedio a los efectos del vencimiento 
anticipado del préstamo. 
Por lo tanto, cuando el derecho a la resolución anticipada del contrato se apoqye 
en una cláusula justa y objetiva que aparezca expresada en el contrato con la necesaria 
concreción y sea conforme a la naturaleza del contrato y es mas, tenga entidad 
suficiente como para fundamentar la resolución, serán licitas. Puesto que es justo 
considerar que se resuelva el anticipadamente el contrato por haber incumplido el 
deudor alguna de las obligaciones esenciales que se derivan del contrato. Así, cuando 
hablamos de contrato de adhesión, y ante el incumplimiento del prestatario, es practica 
normal, utilizado por todas las entidades bancarias, si no se abona en la fecha convenida 
alguna de las mensualidades, acudir al vencimiento anticipado cuando concurren los 
requisitos del articulo 1124 código civil  
A este respecto, recientes sentencias de la Audiencia Provincial de Madrid 
exponen que se hace preciso destacar la validez de las clausulas de vencimiento 
anticipado, incluso que estas cláusulas están plenamente admitidas en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil defendiendo la validez de estas cláusulas al amparo del principio 
de autonomía de la voluntad cuando concurra justa causa para ello, es decir, cuando nos 
encontremos ante una verdadera y manifiesta dejación de las obligaciones de carácter 
esencial contraídas, como puede ser el incumplimiento por el prestatario de la 
obligación de abono de las cuotas de amortización de un préstamo39. 
Por tanto no se considera abusiva esta facultad de resolución del contrato ante el 
incumplimiento del demandado del pago de varias cuotas del préstamo. Podría 
considerarse abusiva la cláusula cuando especifique que ante el impago de una sola 
cuota se insta ejecución hipotecaria. A este respecto el artículo 693 de la LEC prevé la 
posibilidad de reclamar la totalidad de lo adeudado por capital y por intereses si se 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
39 STS de 17 de febrero de 2011, sala primera.  
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hubiese convenido el vencimiento total en caso de falta de pago de, al menos, de tres 
plazos y esté convenido en la escritura de constitución40. 
 
B. Cláusula de intereses de demora 
Cabe aclarar desde un principio que lo que puede considerarse nulo no es la 
cláusula que permite percibir un interés que se considera legal y al que debe limitarse el 
devengo de los mismos, sino el tipo de interés que se aplique cuando supere 3 veces el 
interés legal del dinero. 
A este respecto el juez remitente deberá comprobar en particular, por un lado las 
normas nacionales aplicables entre las partes en el contrato controvertido o en diferentes 
contratos de ese tipo celebrados con consumidores y, por otro lado, el tipo de interés de 
demora fijado con respecto al tipo de interés legal. 
Como hemos visto, la Ley 1/2013 introduce modificaciones a este respecto y en 
concreto se añade un tercer párrafo al artículo 114 de la Ley Hipotecaria y dice que para 
las hipotecas constituidas sobre vivienda habitual, y dice que se limitarán los intereses 
de demora que pueden exigir las entidades de crédito a tres veces el interés legal del 
dinero. Además se prohíbe expresamente la capitalización de esos intereses y se 
establece que, en caso de que el resultado de la ejecución fuera insuficiente para cubrir 
toda la deuda garantizada, dicho resultado se aplicará en ultimo lugar a los intereses de 
demora, de tal forma que se permite en la mayor medida posible que el principal deje de 
devengar intereses.  
La cuestión ahora es ¿qué tipo de interés debe considerarse abusivo?. Pues bien, 
en cuanto a las cláusulas de fijación de intereses moratorios, habrá que valorar los 
distintos tipos referenciados en la normativa interna, y en particular, el que se contempla 
en el articulo 114 de la Ley Hipotecaria. En cuanto a los intereses remuneratorios, con 
carácter general se considera que dichos intereses forman parte del precio, de forma que 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
40 Auto núm. 54/14 de la Audiencia Provincial de Alicante, sección sexta. 
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las cláusulas no pueden declararse abusivas, debiendo limitarse el examen judicial al 
control de trasparencia41. 
Así, por ejemplo, cuando el interés legal del dinero esté al tipo 4%, representa 
entonces un tipo máximo aplicable del 12% a los intereses moratorios. Si supera este 
limite procede declarar la abusividad y por ello la nulidad de la cláusula que los 
contemple en base a los artículos 8242 y 85.643 del Texto Refundido de la Ley General 
de Defensa de Consumidores y Usuarios. 
Pese a que la doctrina jurisprudencial europea vista anteriormente y la normativa 
estatal consideran que no cabe integrar las cláusulas, ni moderar los intereses abusivos, 
sino que hay que dejar sin efecto la cláusula nula y su aplicación por superar los tipos de 
interés máximos aplicables, hay jurisprudencia que interpreta que el pacto de intereses 
moratorios no es en sí mismo abusivo, aunque sí el alcance económico que se le da en el 
contrato de hipoteca cuando supera 3 veces el interés legal del dinero, y por ello la 
nulidad no afecta al despacho de la ejecución, sino al tipo de interés pactado, por ello se 
considera que debe ser moderada esta cláusula limitando su establecimiento a un interés 
que no será abusivo44. 
 
C. Cláusula de extensión de la fianza  
En el Auto del Juzgado de Primera Instancia número 3 de Madrid, del que es 
titular la Magistrada señora Blázquez Marín, de fecha 3 de febrero de 2014, se declara 
la nulidad, por abusiva, de la cláusula de extensión de la fianza constituida en una 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
41 Unificación de criterios que se consignó en reunión de Magistrados del Tribunal Supremo, Juzgados y 
Audiencias provinciales de España, en el Consejo General del poder Judicial, Servicio de Formación 
continua. 
42 En el artículo 82 de TRLGDCU se considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no 
negociadas individualmente y todas aquellas practicas no consentidas expresamente que, en contra de las 
exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor y usuario, un desequilibrio importante de 
los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato. 
43 En el artículo 85.6 de TRLGDCU se califican como abusivas las cláusulas que supongan la imposición 
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escritura de préstamo hipotecario y ordena el levantamiento de los embargos acordados 
sobre los bienes de los fiadores. 
Efectivamente, la posición de las personas físicas que actúan como fiadores 
solidarios en una escritura de préstamo hipotecario no ha sido objeto de una regulación 
específica. Las menciones más destacadas son las contenidas en el artículo 579 y en el 
artículo 3 de la Ley 1/2013 . No obstante, cuando se trata de fiadores-personas físicas 
que han avalado a familiares o amigos en sus préstamos hipotecarios, pueden concurrir 
en ellos circunstancias muy similares a los de los deudores hipotecarios: son 
demandados en un proceso de ejecución, con limitadas posibilidades de defensa, 
generalmente tras un previo proceso de ejecución hipotecaria que no ha logrado la 
íntegra satisfacción del acreedor y pueden verse afectados por el embargo de su propia 
vivienda habitual, susceptible de avanzar por la vía de apremio hasta su venta en pública 
subasta. 
El artículo 579, en su redacción anterior a la modificación introducida por la Ley 
1/2013, establecía que "cuando la ejecución se dirija exclusivamente contra bienes 
hipotecados o pignorados en garantía de una deuda dineraria se estará a lo dispuesto 
en el capítulo V de este Título. Si, subastados los bienes hipotecados o pignorados, su 
producto fuera insuficiente para cubrir el crédito, el ejecutante podrá pedir el embargo 
por la cantidad que falte y la ejecución proseguirá con arreglo a las normas ordinarias 
aplicables a toda ejecución". La jurisprudencia había interpretado, en términos 
generales, que no era posible acumular en la ejecución hipotecaria la acción real contra 
el bien y la acción personal contra los fiadores si bien, después de adjudicado el bien, se 
admitía que el acreedor se dirigiera contra los fiadores en otro procedimiento de 
ejecución. 
Como hemos visto en este trabajo, el precepto fue reformado por la Ley 1/2013, 
en vigor desde el 15 de mayo de 2013, dejando la redacción como sigue: "1. Cuando la 
ejecución se dirija exclusivamente contra bienes hipotecados o pignorados en garantía 
de una deuda dineraria se estará a lo dispuesto en el capítulo V de este Título. Si, 
subastados los bienes hipotecados o pignorados, su producto fuera insuficiente para 
cubrir el crédito, el ejecutante podrá pedir el despacho de la ejecución por la cantidad 
que falte, y contra quienes proceda, y la ejecución proseguirá con arreglo a las normas 
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ordinarias aplicables a toda ejecución". En esta referencia genérica a "contra quienes 
proceda" están incluidos quienes han actuado como fiadores en el préstamo hipotecario. 
Por su parte, el artículo 3 de la Ley 1/2013 establece que "los fiadores e 
hipotecantes no deudores que se encuentren en el umbral de exclusión podrán exigir 
que la entidad agote el patrimonio del deudor principal, sin perjuicio de la aplicación a 
éste, en su caso, de las medidas previstas en el Código de Buenas Prácticas, antes de 
reclamarles la deuda garantizada, aun cuando en el contrato hubieran renunciado 
expresamente al beneficio de excusión". 
Al ser la fianza un contrato por el cual uno se obliga a pagar o cumplir por un 
tercero en caso de no hacerlo éste, cuando el afianzamiento tiene lugar respecto de una 
persona física en la que concurre la condición de consumidor y de un crédito 
hipotecario concedido para la adquisición de su vivienda habitual, el régimen tuitivo 
derivado de la LDCU45 es extensible a los fiadores, salvo que éstos actúen en el ámbito 
de una actividad profesional o empresarial, puesto que no es admisible que en un mismo 
contrato con deudores solidarios se apliquen normativas distintas46.  
Como hemos visto a lo largo de este trabajo, los últimos años se han dictado 
diversas normas relacionadas directa o indirectamente con la protección de los deudores 
hipotecarios, que aunque no son directamente aplicables en el caso en el que los 
ejecutados no son propiamente los deudores hipotecarios, sino sus fiadores, sí marcan 
una línea interpretativa que evidencia que la situación en la que se encuentra el deudor 
hipotecario con escasos recursos que se ve sometido a un proceso de ejecución 
hipotecario no difiere en absoluto del fiador que ha garantizado el cumplimiento de sus 
obligaciones y que, a la postre, se ve demandado en un procedimiento de ejecución 
instado por la entidad bancaria que, pese a adjudicarse la vivienda en el proceso 
hipotecario, se acogió a una determinada valoración de esa adjudicación que le permite 
seguir reclamado el resto de la deuda a los fiadores. 
D. CLÁUSULA SUELO TECHO, JURISPRUDENCIA SOBRE EL 
ALCANCE DE LA RETROACTIVIDAD. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
45 La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios 
46 Sentencia de la AP Madrid, sección 12, del 14 de marzo de 2013 (ROJ: SAP M 4248/2013 ) 
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Como hemos visto ya en este trabajo, se exige al juzgador nacional que controle 
de oficio el carácter abusivo de las condiciones generales del contrato tan pronto como 
disponga de los elementos de hecho necesarios para ello, además deudor hipotecario 
tiene la facultad de invocar como causa de oposición en una ejecución hipotecaria, el 
carácter abusivo de una cláusula contractual que constituya el fundamento de la 
ejecución o que hubiese determinado la cantidad exigible. 
Las cláusulas que vamos a tratar aquí son aquellas que aparecen en los contratos a 
interés variable, pero que se determina un tipo mínimo de interés (mediante un límite 
mínimo a la variación del tipo o un tipo mínimo de referencia) que, en todo caso, habrá 
de ser satisfecho por el cliente, quien, de este modo, no puede ver reducida la deuda por 
debajo del suelo pactado, impidiéndose así que la bajada del tipo se traslade al cliente. 
La sentencia del Tribunal Supremo que declaró abusivas las cláusulas suelo 
incluidas en los contratos de préstamo con garantía hipotecaria de BBVA, Cajamar Caja 
Rural, Sociedad Cooperativa de Crédito y Nova Caixa Galicia por falta de 
transparencia, no dictaminaba la devolución de las cantidades percibidas por la 
aplicación de estas cláusulas suelos abusivas de manera retroactiva. Pese a esta 
sentencia observamos como hay jurisprudencia que aplica de manera retroactiva la 
nulidad de las cláusulas abusivas, y por ello se estima la devolución, con carácter 
retroactivo, de las cantidades cobradas de más por la aplicación de la cláusula suelo que 
se ha eliminado del contrato por ser abusiva. 
Hasta esta sentencia del Tribunal Supremo de 13 de mayo de 2009, existían dos 
posturas muy distintas en los tribunales. Por un lado, la de aquellos Juzgados que 
estiman que la cláusula suelo es nula, en tanto que condición general de la contratación 
de carácter abusivo, por lo que condenan a la entidad a eliminar la cláusula del contrato 
y a devolver al prestatario las cantidades cobradas de más por aplicación de dicha 
cláusula, entendiendo que la cláusula en cuestión no afectaba a un elemento esencial del 
contrato. Y por otro lado las sentencias que estiman que este tipo de cláusula no 
beneficia exclusivamente a la entidad financiera y, por tanto, consideran que no es nula 
por abusiva. 
Recopilando lo dicho hasta ahora en este trabajo en cuanto a la cláusula suelo, en 
primer lugar tenemos la sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo 241/2013, 
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de fecha 9 de mayo, por la que se disipan las dudas y se entiende que la cláusula suelo 
es una condición general de la contratación, y es un elemento esencial del contrato, pero 
que ha de pasar el doble filtro de transparencia por lo que resulta necesario comprobar si 
cumple el requisito de comprensibilidad real, acreditando por la pe demandada que 
cumplió con su obligación de informar de manera pormenorizada a sus clientes del 
significado jurídico y económico que para ellos podía derivarse de la inclusión de la 
cláusula en el contrato y el especial deber de información que ha de ser claro y 
transparente, por la especial complejidad del sector financiero y la contratación en 
masa, pues sólo un consumidor bien informado puede elegir el producto que mejor le 
conviene a sus necesidades y efectuar una correcta contratación.  
Recordemos también que por aplicación de la Sentencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea de fecha 14 de junio de 2012, la cláusula nula por abusiva no 
puede ser ni modificada ni reparada, y se elimina del contrato, conservando el resto; sin 
contradicción con el articulo 83.2 del citado Texto Refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes Complementarias; el cual no 
puede permitir una integración en beneficio del predisponente (a quien se le ha atribuido 
mala fe para definir aquella como abusiva), dado que precisamente, tal integración debe 
operarse sobre el principio de la buena fe objetiva. Por todo ello, el préstamo 
hipotecario mantiene su vigencia, con eliminación de la cláusula, pasando a fijarse los 
intereses a partir de la fórmula de tipo variable contenida. 
Por último, como consecuencia de la nulidad absoluta declarada, deben restituirse 
las prestaciones derivadas de la nulidad de la cláusula, artículo 1.303 Código Civil, 
consecuencia lógica de la declaración de nulidad, no olvidemos que los Jueces y 
Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver los asuntos conforme al sistema de 
fuentes establecido en el artículo 1.7 Código Civil, que establece la primacía de la Ley 
(artículo 1.303 Código Civil) sobre la jurisprudencia (STS 241/2013 9 Mayo). 
La retroactividad de la nulidad implica que la entidad bancaria devuelva las 
cantidades que cobró por aplicación de la cláusula suelo antes de la fecha de la 
sentencia del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 2013. Sin embargo, esto contradice 
directamente al Código Civil  y la Normativa Europea sobre Protección de 
Consumidores, y por tanto es legítimo y posible demandar a la entidad bancaria, y 
solicitar la aplicación de la Ley para que se restituyan las cantidades cobradas 
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indebidamente por la aplicación de la cláusula suelo en toda su vigencia amparados en 
el artículo 1303 del Código Civil por el que “Declarada la nulidad de una obligación, 
los contratantes deben restituirse recíprocamente las cosas que hubiesen sido materia 
del contrato, con sus frutos, y el precio con los intereses” 
Hemos de diferenciar dos supuestos: 
1.- Cuando la nulidad se base exclusivamente en la falta de transparencia de la 
cláusula porque sí ha habido oferta vinculante o documento equivalente, la respuesta va 
a quedar al criterio de cada Tribunal. Es cierto que la regla general es que la nulidad de 
una cláusula da lugar a que no tenga ningún efecto, por lo que la sentencia que declare 
tal nulidad ha de tener efectos retroactivos; también que las reglas de protección a los 
consumidores frente a las cláusulas abusivas son de orden público, lo que avala aún más 
la interpretación a favor de la retroactividad; y también que la razón que da el Tribunal 
Supremo para excluir la retroactividad47 (el riesgo de afección grave a la economía) sólo 
se da en la acción colectiva, no en la individual. Sin embargo, hemos visto cómo hay 
algunas Audiencias y Juzgados de lo Mercantil que deniegan48 la retroactividad por 
aplicación simple de la sentencia del Tribunal Supremo, o justificando que la afección a 
la economía general se puede dar también cuando se ejercen acciones individuales por 
el “efecto llamada” hacia otros posibles afectados. 
2.- Cuando la demanda se basa en que además de la falta de transparencia, la 
entidad financiera incumplió sus obligaciones legales de información previa: cuando no 
ha habido folleto ni oferta vinculante; o incluso cuando ha habido información que 
oculta la existencia del suelo. No digamos cuando la cláusula suelo no figura en la 
escritura de préstamo, sino sólo en la anterior del préstamo del promotor, en que se 
subroga el comprador. En este caso ya no puede sostenerse que la entidad financiera 
actuó de buena fe; falta el primer condicionante que contempla el Tribunal Supremo 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
47 En las conclusiones que se alcanzan en la Sentencia del Tribunal Supremo citada de 9 de mayo de 
2013, por las que declara la irretroactividad de la sentencia, invocando el principio de seguridad jurídica 
recogido en el artículo 9.3 CE, por el riesgo que para el sistema económico español pudiera suponer esa 
declaración de la obligación de restituir las prestaciones, pero dicha mención tiene razón de ser en el 
supuesto planteado ante el Tribunal Supremo, al tratarse de una acción colectiva que afectaba a un 
importante número de contratos. 
48 A título de ejemplo: Sentencias de 3, 18 y 20-6-2013 de la Audiencia Provincial de Cáceres; Sentencia 
de 18-6-2013 del Juzgado de lo Mercantil nº 9 de Barcelona; Sentencia de 12-7-2013 de la sección 8ª de 
la Audiencia Provincial de Alicante; Sentencia de 23-7-2013 de la sección 28ª de la Audiencia Provincial 
de Madrid 
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para excluir la retroactividad, que es que la entidad cumpliera con sus obligaciones 
legales de información. En este caso creo que es indudable que se debe conceder la 
retroactividad de la nulidad de la cláusula para que el Banco devuelva lo que cobró en 
exceso (aunque seguro que hay algún Juzgado o Audiencia que incluso en este supuesto 
vaya a rechazar la retroactividad). 
Y en este sentido tenemos conocimiento de los primeros fallos judiciales dictados 
por algunos juzgados que confieren efectos retroactivos a la declaración de nulidad de la 
cláusula suelo y permiten por tanto la devolución, por parte de las entidades a sus 
clientes, del dinero cobrado de en virtud de la aplicación de dicha cláusula: 
• Sentencia de la Audiencia Provincial de Jaén de fecha 27 de marzo de 2014, 
ponente señora García Pérez, en esta sentencia se aplica la retroactividad y es mas, 
declara conforme a derecho que una vez declarada la nulidad de la "Cláusula suelo" 
contenida en un contrato de préstamo hipotecario, procede la condena a la entidad 
financiera demandada a la devolución al prestatario de las cantidades abonadas de más 
como consecuencia de la aplicación de la misma, así como a la devolución de todas las 
demás cantidades que aquél haya pagando de más por la aplicación de las referidas 
cláusulas suelo, más sus intereses legales, hasta la fecha de resolución definitiva del 
pleito. 
• Sentencia de 16 de diciembre de 2.013 dictada por la Audiencia Provincial de 
Barcelona por la cual declara la nulidad por abusiva de la cláusula suelo, así como a 
devolver la cantidad de 5.485,77 €, cobrada en exceso por la entidad bancaria hasta la 
fecha de interposición de la demanda, 7 de marzo de 2.012, así como, a devolver las 
cantidades cobradas de más por la entidad bancaria desde la fecha de interposición de la 
demanda hasta la fecha de la firmeza de la Sentencia. 
• Sentencia de fecha 12 de septiembre de 2.013 del Juzgado de lo Mercantil nº 7, 
Barcelona, que declara la nulidad de la cláusula que fija un suelo del 4% en la escritura 
de hipoteca y a la devolución a los clientes de las cantidades cobradas en aplicación de 
dicha cláusula con los intereses legales desde la fecha de cada cobro y ello con la 
expresa imposición al banco de todas las costas procesales causadas. 
• Sentencia de 23 de Julio de 2013 de la sección 8ª de la Audiencia Provincial de 
Alicante: declara la nulidad de la cláusula suelo de un contrato del Banco de Castilla-La 
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Mancha aplicando la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo; con efectos 
retroactivos con base en el artículo 1.303 CC49. 
• Sentencia de 11 de Julio 2013 de la Audiencia Provincial de Ciudad Real: en el 
marco de un procedimiento ejecutivo instado por BBVA, suscita la cuestión de la 
posible existencia de cláusulas abusivas y, de conformidad con la sentencia del Tribunal 
Supremo, declara la nulidad de la cláusula suelo (también la que impone unos intereses 
moratorios del 20%), y con efectos retroactivos, ya que sostiene que si se tiene por no 
puesta una cláusula abusiva, no puede tener ningún efecto. 
• Sentencia de 9 de Julio 2013 de la Audiencia Provincial de Álava: declara la 
nulidad de la cláusula suelo de un contrato de Liberbank (Caja de Ahorros de 
Extremadura) siguiendo la doctrina del Tribunal Supremo e incluso va más allá, ya que 
declara que hay desproporción entre el suelo y el techo; condena a la devolución de las 
cantidades pagadas con anterioridad ya que dice que no concurre la razón alegada por el 
Tribunal Supremo para excluir la retroactividad (afectación grave a la economía 
nacional) y para evitar el enriquecimiento injusto del Banco, que es la finalidad 
perseguida por la normativa sobre cláusulas abusivas. 
• Sentencia de 19 de Junio 2013 del Juzgado de lo Mercantil nº 1 de Bilbao: tras 
allanarse NCG Banco a la petición principal de nulidad de la cláusula suelo, sólo tiene 
que pronunciarse sobre la petición de devolución de las cantidades pagadas en exceso. 
Dice que como el Tribunal Supremo excluye el efecto retroactivo fundamentalmente 
por el grave riesgo para la economía que tendría esa retroactividad si se aplicase 
generalizadamente, y tal riesgo no existe en el caso concreto que enjuicia; y como el 
principio general es que la nulidad tiene efectos desde la contratación, condena a 
devolver las cantidades reclamadas. 
• Sentencia de 17 de Junio de 2013 del Juzgado de lo Mercantil nº 5 de Barcelona: 
en la demanda se pedía la nulidad de la cláusula suelo por considerarla abusiva; se 
rechaza esta petición por aplicación de la doctrina del Tribunal Supremo; si bien el 
Juzgado sometió a las partes la cuestión sobre la falta de transparencia que estima el 
Tribunal Supremo; y afirma que el Banco de Sabadell, demandado, no pudo acreditar 
que había cumplido con las exigencias de información adicional a que se refiere el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
49 cabe mencionar que unos días antes, en Sentencia de 12 de Julio de 2013 de la sección 8ª de la 
Audiencia Provincial de Alicante: declara la nulidad de la cláusula suelo de un contrato de BBVA de 
acuerdo con la sentencia del Tribunal Supremo; y por aplicación de la misma limita los efectos 
retroactivos a la fecha de publicación de esa sentencia. 
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Tribunal Supremo; por lo que, tras un análisis del caso siguiendo el hilo de la sentencia 
del Tribunal Supremo, declara la nulidad de la cláusula. Y además declara la nulidad 
con efectos retroactivos a la suscripción del contrato, con obligación de restituir las 
cantidades pagadas por aplicación del suelo, ya que no concurren las razones aducidas 
por el Tribunal Supremo para excluir esa retroactividad: no hay afectación a la 
seguridad jurídica ni riesgo grave por tratarse de un caso individual; se está enjuiciando 
un caso concreto y no una acción colectiva; y la regla general del artículo 1.303 CC es 
que la nulidad tiene efectos desde la perfección del contrato. 
• Auto, dictado el 31 de mayo de 2013 por el Juzgado de Primera Instancia nº 1 de 
Barcelona, del que es ponente el magistrado Soler Solé,  fija la nulidad de la cláusula 
suelo, basándose en la sentencia del Supremo de 9 de mayo. Recuerda además que, 
según el Supremo, la devolución del dinero cobrado indebidamente pondría en peligro 
el “orden público económico”. Sin embargo, el juez ignora tal criterio y asegura que “en 
este caso no se aprecian razones de seguridad jurídica o de orden público económico 
para excluir el efecto clásico e inherente a la declaración de nulidad, el restitutorio”. 
• Sentencia de 19 de marzo de 2.013 dictada por la Audiencia Provincial de 
Barcelona, por la cual declara la nulidad de la cláusula suelo incluida en la cláusula 
tercera bis, apartado e), del contrato de préstamo hipotecario, dado su carácter 
abusivo, y a devolver a los clientes las cantidades pagadas hasta la fecha de 
interposición de la demanda que lo hayan sido en aplicación de dicha cláusula nula, así 
como las cantidades que los clientes hayan pagado con posterioridad al banco, en virtud 
de la referida cláusula declarada nula, y condenando al banco, al pago de 
las costas causadas en el procedimiento.  
• Sentencia de fecha 7 de marzo de 2.013 del Juzgado Mercantil nº 2 de 
Málaga por la cual se declara la nulidad de la cláusula suelo establecida en un 3% y 
la devolución de 4,546,85 €pagados de más. 
• Sentencia de fecha 26 de febrero de 2.013 de la Audiencia Provincial Badajoz, 
por la cual anula la cláusula suelo establecida por la entidad bancaria a los clientes y 
condena al pago de las cantidades cobradas de más. 
• Sentencia de fecha 2 de febrero de 2.013 del Juzgado de lo Mercantil nº 2, Palma 
de Mallorca, por la cual declara la nulidad de la cláusula suelo establecida en un 4,5 % y 
condena al banco a la devolución a los clientes de las cantidades que se han cobrado de 
más que ascienden a 3.176,46 € 
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• Sentencia de fecha 28 de noviembre de 2.012 de la Audiencia Provincial de 
Baleares, por la cual establece la nulidad de la cláusula suelo y se condena a la entidad 
bancaria a la devolución de la cantidad de 11,920,92 €. 
 
VI. CONCLUSIONES 
Tras Sentencia de marzo TJUE que declara abusivas una serie de cláusulas 
hipotecarias, lanza unas recomendaciones al legislador español indicándole que nuestro 
procedimiento de Ejecución Hipotecaria no protege especialmente al deudor. Es por ello 
por lo que nuestro legislador corre a legislar sobre la materia y fruto de esas prisas no 
recoge algunas cuestiones en la Ley 1/2013, como por ejemplo que no se resuelve la 
cuestión de la situación posesoria durante los dos años de paralización de las 
ejecuciones hipotecarias, en cuanto a si durante ese tiempo se produce o no la 
obligación de satisfacer rentas. Tampoco la facultad de inspección del inmueble por 
terceros con carácter previo a la subasta, y la no regulación de modo claro del régimen 
transitorio a aplicar por los tribunales respecto de la nueva exigencia de que el valor de 
tasación no resulte inferior al 75 por 100 de la tasación realizada para el estudio de 
riesgos por la propia entidad financiera. 
Lo que sí hay que reconocerle a esta  Ley 1/2013, de medidas para la protección 
de deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social, es que se pone fin 
al desorden e inseguridad jurídica reinante en nuestro país sobre cláusulas abusivas en 
contratos hipotecarios y que adecúa nuestra legislación a la doctrina del TJUE. Hasta 
este momento, dependiendo de la demarcación judicial, o incluso, del concreto Juzgado 
en el que se tramitase una ejecución hipotecaria, se aplicaban unas u otras medidas para 
adaptar el ordenamiento interno al comunitario. En algunos juzgados, bajo el principio 
de interpretación, vemos que optaban por la suspensión del proceso hasta que 
aconteciera la reforma legal, otros optaban por la revisión de oficio en cualquier 
momento del proceso, otros, por permitir la oposición por cláusulas abusivas en 
cualquier momento del proceso, incluso después de haberse discutido y resuelto ya un 
incidente de oposición. Con este panorama, nuestros juzgados se desviaban mucho el 
principio de seguridad jurídica al aplicarse por cada demarcación territorial un criterio 
distinto. 
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Observamos que con la reforma se prevé que un mayor número de deudores 
puedan tener acceso a una reestructuración de su deuda, una quita y, sobre todo, una 
dación en pago. Veremos si con el tiempo se aplican estas medidas. 
En cuanto a la segunda parte de este trabajo, concluimos que para que una 
cláusula se considere como abusiva, y por lo tanto se pueda solicitar su nulidad, antes ha 
de ser calificada como una condición general de contratación por lo que el consumidor 
no puede negociarlas, le son impuestas. Esto tampoco quiere decir que todas las 
condiciones generales de la contratación son abusivas, para reputarse abusiva una 
cláusula se exige que además de estar incluida en las condiciones generales de 
contratación, que el consumidor no haya podido eludir su aplicación, viéndose 
compelido a adoptar una postura pasiva. 
Ante una cláusula suelo techo declarada abusiva, encontramos sentencias con 
interpretaciones de la ley diferentes. Puesto que hay jueces que retrotraen los efectos de 
la declaración de nulidad al momento en que se firmó el contrato, y otros que tan solo 
retrotraen al momento en el que se dictó STS de 9 de mayo por la que se dice que las 
cláusulas de los contratos hipotecarios de interés variable, en los que se fijen un tipo 
mínimo de interés o un tipo mínimo de referencia, que no cumplan los requisitos de 
especiales de transparencia y que no informen de manera clara y destacada al 
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